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  Carlos Sosa (Las Palmas de Gran Canaria, 1961) lleva trabajando en esto del periodismo desde los 21 años, desde que vio en el tablón de anuncios de la Facultad de Ciencias de la Información de la Complutense la demanda de profesionales que hacía un periódico non nato, Canarias7, que vio la luz en octubre de 1982. Allí formó parte del equipo fundador, y con menos edad de la debida pero con buenos maestros, llegó a jefe del Área de Información Local. Eran tiempos de máquinas de escribir y costumbres que ahora llaman insalubres en los que parecía inimaginable editar en internet. Compaginó el trabajo en Canarias7 con la corresponsalía del desaparecido Ya, para luego pasar a la redacción de Canarias Semanal, de TVE en Canarias y dirigir la histórica revista de información política Sansofé. Ha ejercido de jefe de prensa de instituciones, algún partido político y empresas, e incluso llegó a ser el corresponsal en Las Palmas de El Día, hasta que accidentalmente fundó en 2000 el periódico digital Canarias Ahora, primer nativo de internet en el Archipiélago. Este es su primer libro, que ha podido parirse porque es “un reportaje grande, porque si no, no me cogen”.
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  Camino verde ¡tan ancho como el mar! En donde el hombre se pierde si no sabe regresar. Camino verde ¡conozco tu verdad! El que no busca se muere sin encontrar.


  Rubén Blades


  Contrabando, de su disco Antecedente (1988)


  
    prólogo Un político fuera de tiempo

  


  Más de una vez he oído decir que las críticas de Carlos Sosa a José Manuel Soria responden a una cuestión personal. Como sé de donde le viene la tos al gato, suelo replicar que la cuestión es si sus análisis y denuncias responden o no a la verdad. Y es curioso que, por lo general, no se atrevan a negar la veracidad de los hechos; para que no se les note demasiado su condición de estómagos agradecidos o porque la pereza mental los incapacita para discernir y acaban despachando el asunto con el topicazo de que todos los políticos son iguales sin reparar en que hay unos más iguales que otros. Están, por último, los que, tras enumerarle las cancaburradas sorianas, aseguran que ha cambiado mucho.


  –¡Claro que es una cuestión personal! Ha pedido varias veces en los tribunales que me metan en la cárcel, además de solicitar fuertes indemnizaciones para ahogar Canariasahora –me contestó Carlos cuando le conté de las hablillas–. Tiene gracia que me acusen de eso y no vean el uso perverso que hace Soria del poder, que es, en definitiva, lo que venimos denunciando. En cualquier caso, el periódico se mantiene y le hace frente con nuestro esfuerzo y él lo ataca a través de instituciones, presionando a los anunciantes, prohibiendo a los militantes del PP relacionarse con nosotros, manipulando la Justicia y qué sé yo. A coste cero para su bolsillo.


  No es cómodo y sí peligroso para un periodista adoptar posturas como las que mantiene Carlos Sosa. Vaya por delante. Y sería imposible mantenerlas si al frente del periódico estuviera un empresario convencional; de los que toleran que desde el propio entorno de Soria hayan llegado a anunciar las caídas en desgracia de compañeros antes de que les fueran comunicadas por sus empresas. La exhibición de su poder es para el ahora ministro una especie de droga y le encoleriza tropezar con quienes no le temen, no ceden ante él por dignidad y tienen la osadía de aguantar su asedio. Su objetivo claro, reconocido por él mismo, es la muerte periodística de Canariasasahora y la civil de sus profesionales.


  Por lo que a mí respecta, alguna vez me han reprochado que me dejara “estigmatizar” apoyando el proyecto periodístico que encabeza el autor de este libro; precisamente ahora, dicen, cuando puedes disfrutar tranquilamente de la jubilación. Dejando a un lado la nada sutil alusión a mi condición de carcamal y que con el Gobierno actual no hay jubilado que pueda estar tranquilo, incluidos los que votan PP, la razón de que siga dando la lata es el convencimiento de que es necesaria la presencia en el mercado periodístico de Canariasahora. Si en la Antigüedad tenían los poderosos adjuntos para recordarles a cada rato que eran humanos y que habrían de morir, no está de más que haya hoy medios para que no olviden su interinidad. Sin entrar en discursos acerca de lo que significa la variedad de medios para la cultura de la sociedad.


  Nada hay en este libro que no se ajuste a la verdad. Si en algo se excede Carlos Sosa es en no dejarle pasar una a Soria. Lo que no es un reproche sino todo lo contrario. Nos beneficia a todos saber cómo se las gasta este ser que no puede ser, que diría Pancho Guerra. El libro dice lo que hay y toca al lector sacar sus conclusiones.


  A mí me ha servido su lectura para confirmar que Soria es un político fuera de tiempo encuadrable en la tradición fascista. Por su autoritarismo tronante, sus intemperancias y arbitrariedades y la crueldad con quienes disienten o no se le someten, a los que considera enemigos a destruir, se hubiera sentido realizado en los años 50 del siglo pasado, cuando bastaba una llamada telefónica para enviar a prisión a los tipos molestos. No como ahora. Al menos hasta que el Gobierno saque adelante la reforma de la ley de Seguridad Ciudadana y la nueva regulación de la de Huelga. Antes de emprenderla con la libertad de expresión y de información hacia la que apunta maneras: su amenaza a cuantos medios y plumillas aireen los papeles de Bárcenas responde a lo que podríamos llamar “intimidación preventiva”, pues anuncia el castigo a los culpables antes de la comisión del “delito” de informar; una forma de censura previa o de incitación a la autocensura. En la misma dirección de vuelta al pasado del que vino Soria por el túnel del tiempo va la idea de penalizar la convocatoria de concentraciones ciudadanas por Internet y fotografiarlas para no dejar constancia gráfica de los excesos policiales; con el remate de una reforma de la Justicia que, además de reducir la independencia de los jueces, dificulta cuando no impide el acceso a ella de los de a pie”.


  Es curioso que quienes atribuyen a cuestiones personales las críticas de Carlos Sosa no se planteen la fijación soriana con él y no adviertan la extemporaneidad de su modo de estar en política; ni cuanto hay en él de patético remedo de la larga serie de hombres fuertes salidos de la derecha a lo largo de la historia de las islas. Por referirme solo a Gran Canaria, mencionaré a Antonio López Botas, alcalde de Las Palmas cuando la Revolución de Septiembre que destronó a Isabel II; a Fernando de León y Castillo, ministro de Ultramar y de la Gobernación en la Restauración y durante largos años embajador en París; de Matías Vega Guerra, que fuera gobernador de Barcelona y embajador en Venezuela; o Juan Pulido Castro, presidente del Cabildo grancanario a principios de la década de los 70. Todos tenían sentido de la autoridad y la ejercieron, vaya si la ejercieron. Pero fueron más inteligentes que el patético epígono que nos ocupa y dejaron huella de realizaciones que ahí siguen. Desde el Puerto de La Luz a las presas, desde la formación de Las Palmas moderna a partir de mediados del XIX a la Casa de Colón, el Jardín Canario, la Universidad de Las Palmas o el Hospital Insular construido contra la opinión de Madrid que, por supuesto, no aflojó un duro. La relación de estos políticos con logros importantes es extensa, pero es seguro que no figurará en ella Soria del que no se conoce nada relevante. Tras ocho años en la alcaldía de Las Palmas, cuatro en el Cabildo y dos o tres en el Gobierno autonómico, su legado es una estela de problemas y asuntos sin aclarar, a pesar de su meridiana claridad, que siguen drenando las posibilidades de actuación de las administraciones isleñas. De algún modo representa Soria el agotamiento de la capacidad creativa de aquellos políticos de derechas que, sin perder de vista a sus intereses de clase, algo hicieron por los demás; aunque fuera de rebote.


  Ahora está Soria de ministro en el actual Gobierno, que es un monumento a la mediocridad de tales proporciones que ni siquiera puede decir Rajoy lo de “salvo algunos”. Soy de los que piensan que la intención inicial fue elevarlo para facilitar que en las próximas elecciones se convierta en presidente de Canarias. Él ha procurado trabajarse esa probable candidatura pero como es de los burros viejos que no aprenden idiomas ni de meridianos, cogió el peor camino. O sea, el de patearnos el trasero a los isleños en la creencia de que culparíamos al presidente Paulino Rivero y haría de él una especie de Deseado. El desprecio a la inteligencia de los canarios es tan evidente como que ahora necesita más que nunca silenciar a cuantos tengan cosas que decir. Con los periodistas, al menos con algunos, se equivo-


  có. Reaccionó mal a las primeras críticas y se metió en una espiral de amenazas, de presiones a las empresas con el malvado propósito de amargarles la existencia y arruinarles la vida a los que aparecen en su lista negra, sin calcular que con unos pocos que se les resistieran sería suficiente para ponerlo en evidencia.


  Creo, en definitiva, que este libro es esclarecedor y hasta comedido para lo que se sabe del personaje, aún por confirmar. No es frecuente encontrar en la literatura política canaria trabajos de este tipo. A bote pronto, recuerdo el librito de Prudencio Morales, primer director de La Provincia, titulado La política en mi tierra (1906) que se fajó con el Bloque de León y Castillo. Supongo que Morales obraría también por razones personales. En cualquier caso, es una buena contribución a la cultura política de la que no andamos sobrados.


  José A. Alemán


  Soria alcalde. 1995-2003


  
    De Solchaga al aceite de Saavedra

  


  “Es un buen economista, aunque muy facha”. La frase la pronunció en 1987 el ministro Carlos Solchaga, en cuyo gabinete habían fichado como asesor a un economista canario que acababa de sacar las oposiciones a Técnico Comercial del Estado. El interlocutor de Solchaga era el periodista Carlos E. Rodríguez, que no se imaginaba en aquel momento en que le presentaban a José Manuel Soria que estaba conociendo a un prometedor político que acabaría de ministro del Reino y con el que tendría luego más de una trifulca.


  El gabinete del ministro de Economía y Hacienda fue la primera incursión en la política conocida de José Manuel Soria (Telde, Gran Canaria, 1958). Allí estuvo unos meses hasta que regresó a Canarias para ponerse al frente de la naviera familiar, Oceanic, vinculada al negocio de la exportación hortofrutícola, que entraba en barrena por la paulatina pérdida de pujanza del tomate canario y por la heterodoxa gestión de su hermano Luis, que años más tarde entraría en política para demostrarse a sí mismo y a todos los canarios cuáles son sus limitaciones.


  Soria, José Manuel, debió contagiarse del virus de la política en los despachos cercanos al de Carlos Solchaga. No está claro de quien aprendió los malos modales, la intolerancia y los insultos hacia los subordinados que practicaría acto seguido de manera muy comentada, especialmente en sus primeros años en política, cuando llegó a ser alcalde de Las Palmas de Gran Canaria en 1995 sin apenas haber militado en un partido y sin más experiencia que aquel tiempo de asesor del ministro del Gabinete de Felipe González.


  Entró en el PP porque el destino no quiso que entrara en el PSOE, porque tras su paso por el gabinete de Solchaga, Soria fue tanteado por Jerónimo Saavedra para que asumiera la Consejería de Industria del Gobierno canario en 1991, en su segunda presidencia autonómica. El economista declinó el ofrecimiento precisamente porque debía ocuparse de la naviera familiar, a la que finalmente dio cerrojazo.


  Soria le debe su meteórico ascenso en política a muy pocas personas, y una de ellas sin duda es Juan Francisco García, editor de Canarias7, uno de los principales periódicos impresos del Archipiélago. García se fijó en aquel joven (corría el año 1994) de modales educados, alto, bien parecido, ambicioso, economista como él y con una visión empresarial de las instituciones que al editor, todavía por entonces director general de la Caja Insular de Ahorros, cautivó.


  Enseguida Canarias7 se puso a trabajar en el lanzamiento de la imagen de aquel político teldense, hijo de un castellano, Manuel Soria Segovia, que llegó a Canarias como empleado de Iberia y que contrajo matrimonio con la hija de un cosechero tomatero teldense, José López Sarmiento, con quien se asoció hasta convertirse en un próspero exportador hortofrutícola. Soria Segovia se unió luego a otro notable del tomate, Antonio Benítez Calixto, que luego se convertiría en su consuegro. Juntos formaron una sociedad muy exitosa con sede en el Canary Wharf de Londres en los años cincuenta, y en Londres vivió parte de su infancia José Manuel Soria, que acabó casándose con la hija del socio de su padre, María del Carmen Benítez, que ha labrado junto a su esposo la prosperidad de su despacho de procuradora de tribunales.


  Puede ser que los antecedentes ultraconservadores de José Manuel Soria que tanto llamaron la atención de Carlos Solchaga provengan de su familia paterna. Su padre era conocido en Telde por su declarado extremismo de derechas, y su tío Sebastián llegó a ser el líder de Fuerza Nueva en Gran Canaria.


  El patrimonio familiar acumulado por sus padres, reducido poco a poco a grandes fincas en trance de recalificación urbanística a compartir con sus cinco hermanos, y su prometedora carrera como técnico comercial del Estado invalidarían a priori cualquier sospecha de que Soria necesitara la política para enriquecerse. Sin embargo, su comportamiento y sus escándalos apuntan hacia todo lo contrario. Tras su breve paso por el ministerio de Solchaga, Soria entró en política directamente como candidato a la alcaldía de Las Palmas de Gran Canaria en 1995, sin tener que padecer los rigores de una paciente militancia previa y sin reclamar para sí favor alguno. Era tal el desconcierto y la ausencia de liderazgo que sufría la ciudad tras desmoralizantes e irresponsables gobiernos municipales, que cualquiera con un mínimo carisma convenientemente patrocinado –como es el caso– tendría el éxito asegurado.


  Llegó justo en el momento en el que el Partido Popular se descomponía en el Ayuntamiento por la expulsión de cinco de sus seis concejales, tras pasarse todos menos la actual senadora Josefa Luzardo al Grupo Mixto en un pacto con la izquierda nacionalista, en aquellos momentos aglutinada en torno a José Carlos Mauricio y a su recién fundada Iniciativa Canaria (Ican) desde los despojos del Partido Comunista de Canarias que él mismo se encargó de reventar. El deterioro político era de tal calibre en el consisto-


  rio que fue precisa la intervención de la justicia por un recurso del PP contra sus ex concejales, que se convirtieron por sentencia del Tribunal Constitucional de 1993 en los primeros tránsfugas desde la recuperación de la democracia. José Sintes, que en 1991 había encabezado la lista del PP, se veía obligado a dimitir como alcalde en diciembre de aquel año dando paso a un efímero regidor, el socialista Emilio Mayoral, que fue incapaz de corregir el rumbo y que resultó derrotado por Soria año y medio después con una abrumadora mayoría absoluta.


  En un ambiente así, que avergonzaba a los que todavía se preocupaban algo por la política local, cualquiera que fuera nuevo en la plaza, que se presentara con cuatro ideas de regeneración, que interpretara en el sentido clásico el principio de autoridad jerárquica y que contara con la bendición de los principales medios informativos, tenía todas las papeletas para ganar el premio gordo. Y así fue en 1995.


  Los primeros años en el ejercicio de la política de José Manuel Soria están plagados de suculentas anécdotas que confirmaron enseguida su carácter levantisco y extremo y que dibujaban por dónde iban a venir los tiros. Sus más estrechos colaboradores –los que duraban más de un mes– en la sexta planta del viejo hotel Metropol, convertido en los ochenta en sede del Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria, definen a aquel alcalde como un personaje violento tanto física (lanzaba objetos pesados de un lado al otro del despacho cuando se cabreaba) como verbalmente (el calificativo más suave que profería hacia sus colaboradores era el de “inútil”).


  Fue en uno de esos primeros días en la alcaldía cuando llamó a su despacho al que fuera su tercer jefe de prensa, el experimentado periodista Jorge Batista, para pedirle que telefoneara a la agencia EFE porque quería responder a unas declaraciones de Jerónimo Saavedra. El veterano político socialista, que casi dos décadas después terminaría ocupando aquel mismo despacho de alcalde, acababa de atacar al PP por asuntos relacionados con la corrupción. Soria comentó con su jefe de comunicación que quería responderle de manera contundente, haciendo referencia a la homosexualidad del adversario, conocida pero aún no reconocida entonces. Y lo quería hacer con una zafiedad marca de la casa. Batista le desaconsejó esa táctica por considerar que inauguraba un estilo peligroso hasta entonces excluido de la trifulca política canaria, las referencias a la vida privada y a la orientación sexual del oponente.


  Soria desoyó los consejos de su asesor y, ya con un periodista de EFE al otro lado del teléfono, descalificó las declaraciones de Saavedra alegando que “ha dado un gran patinazo, lo que me lleva a pensar que pierde más aceite del que yo creía”. Tardó muchos años el hoy ministro en disculparse públicamente con el ex líder de los socialistas canarios, dos veces ministro con Felipe González y otras tantas presidente de la Autonomía. Y eso que se llevó su correspondiente tarascada familiar por contar entre sus allegados con personas homosexuales que le recriminaron su indisimulada homofobia.


  Por suerte para él, ninguno de sus adversarios políticos ha utilizado su vida privada para desacreditarlo.


  Para José Manuel Soria no existe el adversario político ni el periodista crítico. Sólo existen los afines de absoluta sumisión y lealtad inquebrantable; o los enemigos, incluso dentro de su propio partido, generalmente agazapados por las contrastadas consecuencia que han sufrido los pocos que le han resollado. Carece por completo de habilidades democráticas, un déficit que logra disimular gracias a su disciplinado empleo de los conocimientos que ha adquirido en los cursos de telegenia y comunicación que le han impartido en el PP, y las terapias para controlar sus impulsos nerviosos que ha recibido de un especialista en Londres.


  Tras esa fachada de político atractivo, expresivo y hasta simpático, con un parecido físico con Aznar que despierta fervor entre los conservadores, se esconde en realidad una persona totalitaria y excesiva que entiende el poder exclusivamente en su propio beneficio, como podrá apreciar el lector a lo largo de este trabajo. Da el pego un tiempo, pero como pronto comprobaron los periodistas de Madrid tras ser nombrado ministro, una vez se desmorona la fachada aparece un político muy plano, hueco, capaz de las trapisondas más inimaginables, que encima no es en absoluto un buen gestor de lo público, como ha quedado demostrado tras su paso por los cargos públicos que ha ocupado en Canarias y ahora en Madrid.


  Su éxito ha radicado siempre en la propaganda, en la utilización a su favor de los medios informativos, talonario público mediante. En cuanto llegó al Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria protagonizó unos cuantos golpes de efecto que cautivaron al público y a la prensa afín: ordenó cambiar las ajadas banderas que flameaban destrozadas en la azotea de las oficinas municipales, un viejo hotel en el que veraneó alguna vez Agatha Christie reconvertido en los ochenta en edificio administrativo; puso en marcha una audaz campaña de albeo de fachadas y paramentos bajo el sugerente título de “Comparte un Amor”, y ordenó que en las rotondas y en los parques de la zona baja de la ciudad se plantara césped, aun desaconsejándolo la baja calidad y el alto coste del agua de riego que entonces se despachaba.


  Todo era pura apariencia porque cuando el césped dio las primeras y muy evidentes muestras de amarillearse, ordenó que se tiñera de verde, y así hizo la empresa concesionaria de los jardines municipales.


  Pero eso encandilaba al público, que por primera vez en décadas se sentía orgulloso de tener un alcalde que ponía bonita la ciudad y que, además, mandaba. Esa autoridad y esa capacidad para los grandes golpes de efecto propagandísticos le condujeron a revalidar en 1999 su mayoría absoluta como alcalde y pasar de los quince concejales iniciales a los diecinueve con los que entró en el nuevo siglo.


  Su hábil manejo de los medios informativos ayudó bastante. Además de su acreditada capacidad para relacionarse con la cúpula de las empresas editoras, siempre ha dedicado grandes sumas de dinero a la publicidad, tanto a la visible como a la invisible. Y eso facilita mucho las cosas.


  Le bastaba con controlar a los grandes medios de información de la isla de Gran Canaria, y a partir de la victoria de Aznar en 1996, a Televisión Española y a Antena 3 Televisión, en aquel entonces líderes en los informativos. Si algo no le gustaba, lo manifestaba sin recato, y si identificaba en alguno de esos medios a algún periodista desafecto y más atrevido que la media, pedía al directivo correspondiente que lo despidiera sin miramientos. Lo hizo en Antena 3 y lo hizo en La Provincia, y en algunas ocasiones con éxito.


  Su soberbia y su sentido patrimonialista de los cargos democráticos se incrementaron de modo proporcional a las dos mayorías absolutas que fue consiguiendo en la principal ciudad de Canarias; se sofisticaron tras su acceso a la presidencia del Cabildo de Gran Canaria en 2003, cuando ya dio el salto a la prensa nacional a través de El Mundo, y se volvieron absolutamente burdas cuando alcanzó la vicepresidencia del Gobierno en 2007 y se hizo adicto al grupo Intereconomía, al que financió sin disimulo a través de clamorosas irregularidades con fondos públicos.


  Paralelamente a esos cargos institucionales, se hizo fuerte en el PP, cuya presidencia alcanzó en 1999 por rendición de su antecesor, José Miguel Bravo de Laguna, perdedor de las autonómicas de aquel año con un número de diputados igual al que en la convocatoria siguiente consiguió Soria.


  Toda esa acumulación de poder y su propio carácter egocéntrico y soberbio le convirtieron en un político intransigente: el agradecimiento a los editores que lo catapultaron a la fama se transformó en sugerencias editoriales y luego en exigencias, y cuando éstas no han sido atendidas, en abierta declaración de hostilidades.


  Así le ocurrió al consejero delegado de Editorial Prensa Ibérica, Guillermo García-Alcalde, que sufrió los improperios de José Manuel Soria en una diatriba pública sin precedente en las Islas. Todo porque la subdirectora del periódico La Provincia en 2008, Teresa Cárdenes, lo acusó de oportunista por desplazar a familiares de las víctimas del accidente de Spanair en Barajas para ocupar él y su jefe de prensa plazas en el primer avión que salía de Gran Canaria rumbo a Madrid. Lejos de esquivar la polémica, defenderse o asumir la crítica, Soria se enfrascó en tan áspero cruce de acusaciones con la periodista (incluso personales y de tono sexista) que obligó a García-Alcalde a intervenir para zanjarlo y, sin pretenderlo, cortar sus relaciones con el hoy ministro.


  La tensión se incrementó al año siguiente, en 2009, con Soria imputado en el caso Salmón, una historia hasta entonces recluida en las páginas de Canarias Ahora. La Provincia consideró que ya era noticiable que el vicepresidente del Gobierno y el secretario general del PP, Manuel Fernández, además del poderoso empresario local Santiago Santana Cazorla, estuvieran imputados en una trama de corrupción y se dedicó a cumplir con su obligación como periódico: informar.


  Soria trató infructuosamente de parar a la fuerza aquella avalancha de informaciones negativas y, al no conseguirlo, acusó al consejero delegado de Prensa Ibérica de estar rabioso porque el Gobierno no le había otorgado frecuencias de televisión digital terrestre en el concurso de 2007. García-Alcalde le tachó públicamente de mentiroso y quedó oficialmente abierta la caja de los truenos.


  La rabieta de Soria le condujo a dirigir sus presiones a la dirección nacional del grupo editorial, que finalmente terminó cortando la cabeza del director del periódico, Ángel Tristán Pimienta, no sin antes permitir que el vicepresidente del Gobierno se jactase públicamente de conocer incluso la fecha exacta en que se iba a producir la destitución.


  Con Guillermo García-Alcalde no pudo, lo que no fue obstáculo para presumir de que le había vencido tras conocerse públicamente la jubilación –por cierto, algo tardía, pese a las presiones de Soria– del veterano periodista.


  En Canarias7 las relaciones con el ministro de Industria tampoco han sido un camino fácil. El presidente de ese periódico, Juan Francisco García, ha sabido aguantar con más estoicismo sus exigencias, pero las cosas ya no son como fueron en aquellos comienzos del político prometedor aupado por esa cabecera en los años noventa. García y Soria actualmente se soportan cortésmente después de que en al menos dos ocasiones el editor cortara las relaciones de manera radical coincidiendo también con las horas más bajas del político durante su imputación en el caso Salmón.


  Ni que decir tiene que las televisiones públicas que operan en Canarias no han escapado a la obsesión mediática de este político, especialista como pocos en explotar su imagen mediática hasta límites cercanos al empalago.


  En las islas operan Televisión Española, que tiene dos centros de producción propia, uno en cada capital de provincia, y Televisión Canaria, la cadena autonómica creada en los noventa mediante un modelo mixto que la ha convertido en la menos costosa por habitante de toda España, no por ello ajena a la polémica acerca de su necesidad y su implantación popular.


  Televisión Española en Canarias ha sufrido, como le ha ocurrido a la cadena pública estatal, las tiranteces procedentes de Madrid. Y también vivió un momento de esplendor profesional en el último mandato de Zapatero, lo que la convirtió en un referente informativo. Pero el regreso del PP al Gobierno y al control de los servicios informativos se ha notado con especial saña en el archipiélago.


  Soria ha tenido mucho que ver con eso porque, quebrando la estricta norma estatal de no contratar en la calle a los directores de centros territoriales, el de Canarias fue puesto por el ministro para que ejerciera de comisario político y jefe de prensa suyo. Se llama Carlos Taboada, y le debe al político conservador los últimos puestos de su carrera profesional: director de cadena en Televisión Canaria durante el mandato 2003-2007 y ahora director del centro territorial de TVE.


  Por si ese comisariado fuera poco, al frente de los servicios informativos de la casa en Canarias aparece Cristina Almandos, represaliada por su jefe nacional, Julio Somoano, tras la polémica suscitada a raíz del tratamiento dado a la Diada de 2012 en el Telediario de las dos. Almandos, editora de ese informativo, colocó la noticia en quinto lugar y, tras la polvareda levantada, la premiaron dándole a elegir destino. Y eligió Canarias, vaya por dios.


  El caso de Canarias Ahora ha sido muy peculiar. Desde que tropezamos con él por primera vez, José Manuel Soria no ha tenido el menor recato en considerarnos sus enemigos más extremos, y jamás se ha escondido para asegurar que no parará hasta que se nos condene a penas extremas de cárcel (para mí, claro) y se cierre el periódico. Nos ha atribuido incluso sus problemas familiares y jura que jamás nos perdonará haberlo tenido nueve meses imputado por el caso Salmón, por el que le denuncié en los tribunales en 2008 y del que salió indemne gracias a la amplia manga de la toga de una jueza del Tribunal Superior de Justicia de Canarias que desoyó olímpicamente las apreciaciones del fiscal anticorrupción, que sí observó delito de cohecho impropio en su comportamiento.


  Jamás nos ha atendido Soria para permitirnos contrastar informaciones, jamás nos ha concedido una entrevista; ha prohibido a sus subordinados que nos lleguen los comunicados de prensa del PP y de las instituciones donde ha ejercido; no somos convocados a sus ruedas de prensa y no tenemos acceso, naturalmente, a ninguna campaña de publicidad institucional que pueda estar bajo su control.


  La última conversación que mantuve con él, quizás también la primera, data de 1995, cuando coincidimos en un debate electoral en Televisión Española previo a su primer triunfo en las urnas. En otra ocasión coincidimos en la Cadena Ser en Las Palmas y me saludó sin querer en medio de la confusión provocada por su atolondrada salida del estudio y la entrada en éste de los cuatro periodistas que íbamos a intervenir en una tertulia.


  Cuando los casos de corrupción del PP se iniciaron en España, o al menos afloraban de manera significativa en Baleares y Canarias, fui invitado por José María Calleja a su programa de debate en CNN+ junto al periodista mallorquín Matías Vallés.


  Sin pretenderlo, aquel encuentro se convirtió en un mano a mano entre Matías y yo a ver qué archipiélago podía poner sobre la mesa más casos de corrupción. Ganó Vallés, parece obvio teniendo como tienen a ese talento de Jaume Matas, pero tanto a él como a Calleja le sorprendieron los casos de corrupción que afloraban en Canarias de los que la prensa nacional apenas se hacía eco.


  Tras la emisión de aquel debate, Soria telefoneó a Calleja para exigirle que, en desagravio a lo dicho por mí, se le hiciera una entrevista en el mismo programa. El periodista contestó positivamente al requerimiento siempre que se realizara en el formato cara a cara conmigo en frente, a lo que me presté de inmediato en cuanto me lo propuso. Soria, sin embargo, declinó la fórmula y no tuvo ni entrevista ni cara a cara.


  Esas limitaciones de Soria frente a nuestro periódico las ha hecho extensivas a todos los cargos públicos y orgánicos del PP, lo que nos ha convertido en malditos dentro de ese partido y su entorno político, institucional y hasta empresarial.


  En aplicación de esta orden de desprecio institucional y político se han producido acontecimientos muy pintorescos. Quizá el más elocuente fuera el que protagonizó el actual presidente del Cabildo de Gran Canaria, ex presidente regional del PP, un veterano que en la UCD de Adolfo Suárez desempeñó puestos fundamentales y que en Canarias fue quien, en nombre de aquel partido gubernamental, negoció el primer Estatuto de Autonomía.


  José Miguel Bravo de Laguna había concertado una entrevista en Canarias Ahora Radio (sí, también tenemos una pequeña emisora de radio) con el periodista Juan García Luján poco después de ganar las elecciones insulares. Anunciada la entrevista por los conductos habituales, Soria lo telefoneó ordenándole que cancelara la cita. El presidente del Cabildo discutió con él enfatizando, entre otras cosas, que jamás había hecho algo así por motivaciones políticas y que, en cualquier caso, tocaba tender puentes con los medios de comunicación críticos, particularmente con el nuestro. Para vencer la oposición de Bravo, Soria invocó a su familia: “José Miguel, si no lo quieres hacer por mí, hazlo por mi familia, que ha sufrido como ninguna los ataques contra mí de ese medio informativo”. Bravo de Laguna se rindió y diez minutos antes de la entrevista radiofónica ordenó a sus servicios de prensa que la cancelaran. En cumplimiento de su deseo públicamente confesado de acabar con Canarias Ahora, Soria nos ha perseguido por tierra mar y aire; ha presionado a anunciantes hasta conseguir que retiraran sus campañas; ha acosado a familiares directos para que también nuestras vidas privadas se vieran perjudicadas por esa enemistad manifiesta, y nos ha interpuesto tres querellas por injurias y calumnias y una cuarta por presentar testigo falso a juicio con las máximas peticiones de prisión y con exigencias de indemnizaciones tan estratosféricas que, de haber prosperado alguna, hubiera supuesto nuestra ruina y el final del proyecto periodístico.


  Canarias Ahora nació en 2000 con el firme propósito de situarse como una voz crítica, extremadamente crítica, en un panorama mediático canario convertido por la rutina y la excesiva connivencia con el poder en un mar de calma chicha. En nuestro esfuerzo –muchas veces incomprendido– de levantar alfombras hemos descubierto escándalos verdaderamente graves, hemos forzado dimisiones, investigaciones judiciales y alguna defenestración política (pocas, ciertamente). Pero ha sido exclusivamente con Soria donde nos hemos tropezado con la venganza institucionalizada, con el uso perverso del poder, de las influencias y de la justicia para perseguir y eliminar la libertad de expresión y el derecho a la información.


  A la vista está que el presidente del PP canario y hoy ministro de Industria, Energía y Turismo no ha conseguido su propósito de borrarnos del mapa. Nuestro periódico, el primer nativo de Internet en Canarias, lo demuestra cada día con la frescura y el descaro que muchos de nuestros lectores elogian y a algunos irrita. En un lugar como Canarias no gusta a los poderosos la libertad de expresión por el peligro cierto de que puedan aflorar sus trapisondas.


  
    De escándalo en escándalo

  


  La trayectoria política de José Manuel Soria ha estado jalonada de constantes escándalos. Recorrer la ciudad de Las Palmas de Gran Canaria y ponerla en relación con su primera actividad política como alcalde, llenaría el mapa urbano de hitos imborrables: desde el edificio Woermann


  –un soberbio rascacielos levantado sobre el solar que dejó su homónimo, un edificio protegido por su arquitectura modernista que Soria ordenó derribar de madrugada alegando que en él se alojaban mendigos– hasta las torres del Canódromo, en el popular barrio de Schamann, un pelotazo urbanístico descaradamente facilitado desde el Ayuntamiento que supuso para un promotor inmobiliario una plusvalía de nueve millones de euros negociando con el Ayuntamiento sobre un suelo que ni siquiera era suyo.


  Su expediente político está plagado de otras muchas irregularidades, algunas de las cuales analizaremos en este trabajo, como La Favorita, el caso Salmón, el caso Chalet o el caso Isolux, por detenernos solamente en las más llamativas y en las que ni siquiera tuvieron interés para la justicia pese a que alguna denuncia hubo.


  Hasta que abandonó Canarias por la llamada de Rajoy, Soria actuó con absoluta impunidad porque consiguió engañar a muchos durante mucho tiempo, los que unidos a los que se dejaron engañar por su interés, forjaron su carrera política. Su supuesto regreso al Archipiélago por imperativo partidista va a coger a sus votantes y a los que fueron sus acólitos algo menos desprevenidos. Él sabe que no va a ser muy bien recibido, y de ahí que no haya disimulado sus apetencias por la política europea.


  Carlos Solchaga lo definía como “muy facha”. Pero José Manuel Soria es algo más que eso. Es totalitario, intransigente e intolerante con los que no le siguen la corriente, sean propios o extraños. Es un impostor, un mentiroso incorregible, capaz de inventarse las trapacerías más inverosímiles para hundir a un adversario (o al periodista desafecto) o para salvar su propio trasero. La historia política de Canarias, plagada de personajes surrealistas, bananeros, dañinos, corruptos e indeseables, jamás había tenido en nómina a alguien así porque Soria es un compendio amplificado y estirado –casi grotesco– de todo eso. En cualquier democracia con menos taras que la nuestra, los ciudadanos lo habrían echado hace mucho tiempo de la vida pública.


  Sin embargo, la impunidad le ha amparado. La impunidad de los tribunales de justicia, particularmente de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, llamada a juzgar a los aforados, y la impunidad de gran parte de los medios de comunicación, temerosos a rachas ante su poder y el del talonario público con el que compra voluntades. Que en el verano de 2013, como hiciera el año anterior, haya pasado sus vacaciones en un hotel declarado ilegal por la justicia por estar levantado con una licencia concedida ilegalmente, ni siquiera ha sido un hecho noticiable para la prensa isleña, acostumbrada a su comportamiento y esperanzada en que les alcancen las campañas publicitarias que está ordenando Repsol con evidentes indicaciones suyas para ganar adeptos a las prospecciones petrolíferas previstas en 2014 en las cercanías de Canarias.


  Ese es su modo habitual de operar. Palo y zanahoria, amigos o enemigos. No hay término medio ni cohabitación democrática que valga.


  Sus escándalos están estrechamente vinculados con su indisimulada veneración por el dinero y el poder, por ese orden estricto. Llegar a la alcaldía de Las Palmas de Gran Canaria en 1995 y protagonizar las primeras trapisondas fue todo uno: la adjudicación del mobiliario urbano a la francesa JC Decaux por orden expresa de la dirección nacional del PP, que aquel año obtenía su primer triunfo electoral de consideración en unas municipales.


  JC Decaux obtuvo el contrato para la capital grancanaria de la mano de la agencia de publicidad local Atlantis, cuyo presidente, Alberto Cabré, no se oculta para contar a sus contertulios habituales el viaje a Suiza que celebró Soria tras aquella adjudicación en compañía de su familia y de la del empresario Agustín Bonny, uno de sus más íntimos amigos.


  Que se sepa, aquel fue el primer viaje a Suiza de José Manuel Soria desde que accedió a la política. No es el único oficialmente registrado y públicamente relatado de los que han tenido relación directa con su gestión política.


  
    [image: Un beso a los periodistas]


    Un beso a los periodistas. José Manuel Soria, todavía con bigote, lanza un beso volado a los periodistas que asistían a su declaración como denunciante en el caso La Favorita, en diciembre de 2004. Ya era presidente del Cabildo de Gran Canaria pero denunció a Carlos Sosa siendo alcalde de Las Palmas por haber relatado cómo fue la compra de la vieja factoría tabaquera de Eufemiano Fuentes. El Ayuntamiento pagó 12 millones de euros por una parte de la propiedad que se vendía un año antes en 5 millones. Entre una cantidad y otra medió el empresario Santiago Santana Cazorla, que obtuvo una extraordinaria plusvalía aún quedándose con los solares no construidos. Carlos Sosa resultó condenado a 4.000 euros de indemnización a Soria y 20.000 euros de multa por calumnias. Durante la instrucción quedó probada la existencia de una cuenta del empresario en Suiza y la visita a ese país del concejal de Hacienda de la ciudad, Curro Fernández Roca, durante la tramitación del expediente.

  


  


  
    La Favorita que parió secuelas

  


  Suiza ha estado muy presente en la vida política de José Manuel Soria. A ese país, concretamente a Zurich, voló quien fuera su mano derecha en la primera etapa de su alcaldía, el ex concejal de Hacienda Francisco Fernández Roca, más conocido como Curro, justo la víspera de aprobar en la comisión municipal de gobierno de Las Palmas de Gran Canaria un polémico pliego de condiciones que a la postre otorgaría un pelotazo de siete millones de euros a un empresario muy vinculado al PP y a su presidente regional en Canarias, Santiago Santana Cazorla.


  Curro no viajó al Caribe, como cantaba en la época un celebrado spot televisivo de Halcón Viajes, sino que lo hizo a Suiza en un viaje relámpago que duró 24 horas, el tiempo suficiente para coger un avión desde Gran Canaria a Madrid, otro a Zurich, tomarse seguramente una taza de chocolate caliente, y regresar con los mismos saltos aéreos a la capital grancanaria.


  Al día siguiente, con el estómago reconfortado, Fernández Roca presidió la comisión de gobierno de la que Soria se excusó como hace siempre para poder defenderse alegando su lejanía al epicentro del terremoto. El pliego de condiciones que aprobó el equipo de Soria tras el viaje a Suiza de su concejal de confianza y de Hacienda consistía en adquirir una vieja factoría tabaquera (La Favorita), abandonada, con problemas de aluminosis e inservible para su cometido (parque móvil y talleres municipales) por doce millones de euros, siete por encima del precio que se ofertaba en el mercado tan solo un año antes. Para redondear el montaje hacía falta un empresario que previamente comprara el complejo industrial por cinco millones, esperara un tiempo prudencial a que saliera el concurso a la medida y luego lo vendiera al Ayuntamiento por doce. Es lo que comúnmente se conoce como un pase, pero con la indispensable participación en este caso de una Administración pública que se dejaba siete millones de euros por el camino. Más los intereses del préstamo suscrito con el Banco de Crédito Europeo que se acabará de pagar en 2014.


  El empresario elegido para la ocasión fue Santiago Santana Cazorla, del Grupo Hermanos Santana Cazorla, que luego repitió el mismo esquema en el Ayuntamiento de Telde (gobernado por el PP) para la adquisición de una finca con casa solariega con una mordida de seis millones de euros que ya va camino de juicio en los juzgados de lo penal de Las Palmas.


  El caso La Favorita, como quedó bautizada para la posteridad la adquisición de la vieja factoría tabaquera del desaparecido industrial Eufemiano Fuentes, tío del famoso médico de igual nombre condenado por la operación Puerto, se saldó con una causa penal, pero no con los protagonistas del pelotazo sentados en el banquillo, sino por una querella por injurias y calumnias contra Canarias Ahora formulada por Soria al considerar que le atribuíamos un delito de cohecho por que se había abierto una cuenta en Suiza para solventar la operación.


  Efectivamente, la empresa Hermanos Santana Cazorla, a través de su filial Iniscan, creó una sociedad expresamente para este pelotazo, Calle Cervantes, S.A., y simultáneamente abrió una cuenta en Suiza que jamás fue investigada.


  Sí fue investigado el periódico Canarias Ahora y su director a partir de una denuncia, luego transformada en querella, promovida por José Manuel Soria. De manera increíble me veía sentado ante un juez de instrucción para explicarle que teníamos el número de cuenta en Suiza de la filial de Santana Cazorla, Calle Cervantes, S.A.; que teníamos el extracto de la tarjeta Iberia Plus del concejal de Hacienda en la que estaba reflejado al detalle su viaje relámpago de vísperas a Suiza; que teníamos el testimonio de empresarios a los que se les había ofrecido la misma propiedad por siete millones menos; el testimonio de un industrial que había ofrecido su nave, en mejores condiciones que La Favorita, pero que fue rechazada para promover una adquisición peor, y que todas nuestras pruebas periodísticas nos conducían a asegurar que se había producido otro grave quebranto a las cuentas públicas con una operación muy oscura.


  Aunque el fiscal pidió desde el principio el sobreseimiento de la causa, no sin presiones increíbles desde la cúpula del Ministerio Público en Las Palmas, el juez instructor llevó las diligencias hasta sus últimas consecuencias y periodista y empresa acabamos sentados en el banquillo delante de una juez sustituta que nos condenó a pagarle a Soria una indemnización de 4.000 euros e ingresar en la cuenta judicial una multa que en total sumaba otros 20.000. Eran tiempos aquellos en los que el poder y el pres-


  tigio de Soria solamente eran cuestionados por nuestro periódico, quizás porque fuimos los primeros en descubrir que tras aquella fachada de regenerador carismático y de gestor impecable se escondía en realidad un peligro para el interés general.


  La instrucción del caso La Favorita fue una sucesión de despropósitos. El primer interrogatorio como imputado al que me enfrenté en mi vida tenía ingredientes muy poco frecuentes, como por ejemplo, la presencia en el pequeño despacho del juez de la procuradora del querellante, que no puede intervenir ni formular preguntas, pero que seguramente estaba allí para provocarme incomodidad y limitar mi libertad para decir todo lo que tenía que decir de su esposo. Pues sí, la procuradora de José Manuel Soria es su esposa, y procura hacerse notar mucho, como podrá comprobarse a lo largo de las páginas siguientes.


  Desde aquel primer pleito, Mari Carmen Benítez López, esposa del ministro de Industria, ha estado presente siempre en los interrogatorios a los que he sido sometido por querellas de Soria. Nunca ha conseguido su propósito de que me callara ni una sola cosa de los hechos y de lo que opino de su marido, pero he de reconocer que no es un escenario muy cómodo.


  También fue aquella primera comparecencia ante un juez y ante la esposa de Soria la que me sirvió para conocer a un abogado que luego se convirtió en una constante los siguientes seis años: Nicolás González-Cuéllar Serrano, hijo de un prestigioso fiscal de igual nombre y primer apellido compuesto que acabó abriendo despacho en Madrid para ganar mucho más dinero del que se gana ejerciendo en el lado público del foro.


  Nicolás González-Cuéllar Serrano es hombre de convicciones muy conservadoras, muy ligado al Partido Popular, lo que seguramente explicaría que Soria lo llamara y que, ocho años después, lo contratara la alcaldesa de Madrid, Ana Botella, para defender al Ayuntamiento en el feo asunto del Madrid Arena, donde murieron aplastadas cinco chicas durante una fiesta de finados, de Halloween, en contracción sajona.


  González-Cuéllar Serrano es un abogado caro, y dirigir cuatro pleitos penales en Canarias encarece aún más su minuta, máxime si acude a cada declaración en la fase de instrucción y se ha de pernoctar algunas veces en un hotel de cinco estrellas, como es el emblemático hotel Santa Catalina. Las facturas del establecimiento, por supuesto, se giraron al Cabildo de Gran Canaria cuando los pleitos coincidieron con la presencia de Soria en esa institución (2003-2007).


  La sede central del Cabildo es un edificio modernista recientemente remodelado a partir de un proyecto original del arquitecto De la Sota. Las obras se adjudicaron a Constructora San José, que también ha pagado facturas del ilustre letrado madrileño.


  A aquel juez que instruyó el caso de La Favorita le entregamos la numeración de la cuenta en Suiza de Calles Cervantes, S.A., la empresa que Santana Cazorla creó expresamente para esta operación. Y le entregamos el extracto de la tarjeta Iberia Plus de Curro Fernández Roca, en el que se probaba que era cierto lo que decíamos de su viaje relámpago a Suiza el 22 de julio de 2002, con regreso al día siguiente para presidir la comisión municipal de gobierno de Las Palmas de Gran Canaria que aprobó las bases a la carta. Todo hacía pensar que con aquellas pruebas tan contundentes, al menos se abriría una mínima investigación que las verificara y sirvieran para invocar la institución de la exceptio veritatis. Al periódico, por mucho empeño que pusiera, le resultaba imposible llegar a Suiza, donde sólo una comisión rogatoria podría haber arañado algún dato custodiado bajo el manto opaco de su banca, y en el ejercicio de nuestra defensa pedíamos que se intentara. Pero no, habíamos entrado condenados a aquella instrucción y condenados acabamos el proceso.


  Claro que, en nuestra estrategia de defensa, cometimos algunos errores que no volvimos a cometer nunca más, lo que se ha traducido en nuestro triunfo en el resto de procesos en los que nos ha metido el ministro Soria. El primer error en el que incurrimos en el caso de La Favorita fue no poner previamente la cuenta en Suiza y el viaje de Fernández Roca en manos de la Justicia para que abriera una comisión rogatoria, y luego publicar el resultado de todas las pesquisas, las judiciales y las periodísticas. No creíamos entonces que fuera preciso, ni que ese fuera el papel de un periódico o sus periodistas. Para casos muy concretos como estos con personajes tan protegidos como el que nos ocupa, está claro que hay que repensarse algunas normas.


  Pero el peor error que cometimos fue reforzar nuestra defensa con la incorporación del ex magistrado y ex fiscal general del Estado Eligio Hernández. Cualquiera que quiera perder un pleito en el que la parte contraria sea algún preboste de la derecha canaria, tanto política como oligárquica, tiene por fuerza que contratar a Eligio Hernández.


  Para sorpresa de mi abogado, Luis Val, y confirmación de mi ignorancia, Eligio Hernández decidió que en el acto de la vista oral se renunciara al testimonio de Soria. Y le hicimos caso. El querellante no fue interrogado, lo que supuso perder una oportunidad única de ponerlo en situación de contradicción y demostrar ante la juez que dictó sentencia que todo lo que decíamos era verdad o, en el peor de los casos, ninguna de nuestras informaciones constituía injuria o calumnia.


  La cuenta en Suiza que pedíamos que se investigara no fue una invención. Existió en aquellos momentos en que se tramitó la compra-venta de La Favorita. Su titular era, como ha quedado dicho, la empresa Calle Cervantes, S.A., formada por varias empresas del Grupo Santana Cazorla. Lo confirmó de modo taxativo una fiscal suiza que hizo unos primeros tanteos de manera informal para conocer el alcance de lo que se investigaba en Canarias en relación con este asunto, pero no pudo continuar porque exigió algo que nunca se hizo desde la Justicia española: que se abriera una causa penal por corrupción.


  El juez instructor no lo consideró oportuno y la Fiscalía no llegó a reclamar nada de manera oficial, a pesar de que el fiscal encargado del caso, Valentín Ruiz, pidió el archivo sobre mi imputación desde el primer momento y mi absolución durante el juicio. Sus superiores no le permitieron en ningún momento abrir diligencias por corrupción contra cualquiera de los cargos públicos o el empresario que aparecían claramente relacionados con La Favorita.


  Y eso que mi periódico lo había puesto muy fácil, tan fácil que hasta la fiscal suiza se sorprendía de la información que manejábamos de la cuenta de Santana Cazorla: “Las informaciones proporcionadas en el periódico digital mencionado (...) me parecen muy detalladas y me parecería muy importante verificar y saber de dónde vienen estas informaciones. En particular, yo no entiendo de dónde obtiene el periódico la información sobre el número de la cuenta y el hecho que en una determinada fecha tuvieran lugar movimientos si no fue el mismo titular de la cuenta quien comunicó eso, porque estas informaciones están bajo el secreto bancario y solamente están accesibles al titular de la cuenta o a una persona con plenos poderes otorgados por el titular de la cuenta”.


  Nos creyeron en Suiza, aquí no.


  Lo que sí logramos probar desde un principio, además de la existencia y titularidad de la cuenta en Suiza, además de la confabulación para adquirir ese inmueble y no otro, además de la visita relámpago a Zurich de Curro Fernández Roca... fue que el precio de venta de La Favorita iba en disminución hasta que llegó Soria y pagó por ella casi el triple de lo que se pedía.


  La tabaquera British American Tobacco (BAT), vendedora de La Favorita, había decidido desde finales de los noventa desprenderse de ese inmueble por su valor contable, sin mayores pretensiones. Así, en un acta del consejo de administración del periódico Canarias7 celebrado el 10 de diciembre de 1999, que aportamos al juzgado, se certificaba que la empresa editora de ese diario había recibido una oferta por parte de BAT España. En esa acta no se especificaba el precio que se estaba reclamando, pero sí aparecía una cantidad en la reunión que el mismo órgano de Informaciones Canarias, S.A. (Inforcasa) celebró el 7 de febrero de 2000: “Ha de tomarse en consideración que BAT insiste en su oferta, bajando el precio a 800 millones de pesetas, teniendo en cuenta que esta oferta puede estar ya en el límite hacia abajo”. Esa afirmación, certificada por el secretario de Infor casa ante el juzgado, venía a demostrar que el precio de La Favorita a principios de 2000 era de unos 5 millones de euros, pero tan sólo un año después, el Ayuntamiento que presidía Soria anunciaba que pensaba comprarlo por más de 12 millones de euros, más de 2.000 millones de pesetas.


  Y lo compró, claro.


  
    Los comisionistas favoritos

  


  La oferta de La Favorita la estuvieron moviendo por diversas empresas de la ciudad y de fuera de la isla varios intermediarios. La comisión debía ser bastante jugosa tratándose del precio que se trataba y teniendo BAT la prisa que tenía por ajustar su cuenta de resultados.


  Uno de esos comisionistas era Jorge Rodríguez, quien fuera concejal de Urbanismo con Soria durante su primer mandato municipal, cargo que abandonó antes tras reconocer que había tomado decisiones que beneficiaban a la empresa de su amante. Pero se quedó con su puesto en La Caja, donde el PP lo había colocado como secretario del consejo de administración.


  Rodríguez regresó posteriormente a la política, pese a su reconocimiento público de esta corruptela. Soria lo incluyó en la lista al Parlamento en 2003. Durante esa legislatura fue nombrado portavoz del Grupo Popular, lo que sin embargo le permitió mantener sus actividades profesionales privadas como intermediario.


  Fue imputado en 2006 y ahora está acusado, con petición de pena de prisión por parte del Ministerio Fiscal, en el caso Faycan por haber intercedido a favor de una empresa madrileña, Grupo Europa, ante el Ayuntamiento de Telde en un concurso amañado para la construcción de viviendas sociales. En estos momentos es portavoz del PP para asuntos económicos en el Parlamento regional.


  Nunca pudimos verificar si fue Rodríguez quien hizo de intermediario o aglutinador entre BAT España, la empresa de Santiago Santana Cazorla y el Ayuntamiento que presidía José Manuel Soria para que el empresario comprara el inmueble por cinco millones, lo aguantara unos quince meses en su poder y luego se lo vendiera al consistorio por mucho más del doble. Pero con los antecedentes que adornan al personaje y habiendo sido como fue intermediario entre BAT y el resto del mundo, cuesta muy poco trabajo imaginarse la trama.


  La única ventaja de haber estado imputados en el asunto de La Favorita fue que pudimos acceder al expediente administrativo que se tramitó en el Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria para la adquisición de ese inmueble. No es un secreto que los expedientes administrativos espinosos no están nunca al alcance de la prensa, como no lo estaban en el caso de los dos mandatos de Soria ni siquiera para los concejales de la oposición, como ha quedado acreditado en varias sentencias judiciales.


  Pero la juez que me condenó accedió previamente a nuestra petición y reclamó el expediente foliado. De su análisis se deduce que, efectivamente, una vez se hace el retrato robot de La Favorita, los técnicos municipales se dedicaron a la noble tarea de vestir el machango, es decir, dar cobertura administrativa a la decisión política de adquirir aquel inmueble.


  La única empresa que se presentó a aquel concurso amañado fue Calle Cervantes, S.A., una vez el retrato robot diseñado por el concejal Fernández Roca dejó fuera otro inmueble ubicado en Las Torres para cabreo (muy sonado, por cierto) de su propietario.


  La Favorita era la favorita, de eso no había duda, porque sus características coincidían hilo por pabilo con lo que decía el pliego del concurso. Pero el empresario que consiguió esas pingües plusvalías parecía no conformarse, así que, una vez adjudicado a su favor el concurso, presentó al Ayuntamiento un escrito aclarando que lo que la Corporación le había comprado no era toda la propiedad, sino una parte de la misma. “Se ha podido incurrir en un error de interpretación al considerar como objeto de la oferta la totalidad de la finca registral de referencia y no sólo el de terrenos, solares e instalaciones del reconocido como complejo industrial de La Favorita, contenidos, eso sí, en la misma finca”, se puede leer en el folio 369 del expediente en ese escrito firmado por el empresario el 12 de diciembre de 2002.


  Efectivamente, una vez adjudicado el concurso en noviembre, Santiago Santana Cazorla se va a un notario el 4 de diciembre de 2002 y depura la propiedad que había adquirido por poco más de cinco millones de euros a la multinacional BAT. Mediante un instrumento llamado determinación de resto, segrega la parte que había vendido al Ayuntamiento e inscribe a su nombre el resto de la propiedad, que queda fuera de la operación.


  Y ese resto es nada más y nada menos que 22.165 metros cuadrados, lo que viene a significar que el Ayuntamiento de la ciudad renunció a comprar la totalidad de la propiedad, 47.735 metros cuadrados, con sus naves y edificios, por 5 millones de euros, para pagar 12 millones solo por una parte. En esa misma escritura notarial, firmada casi un mes después de la compra-venta, se indica que el valor de la finca es de 5.409.108,94 euros.


  Quizá la palabra sablazo, que tan poco gustó a Soria y que le condujo a formular querella, no sea la que con mayor precisión defina esta operación tan ventajosa para el interés general.


  Por si había sido poco descarado el pelotazo dado en la compra-venta de La Favorita, la misma operación se repitió en 2006 en Telde, la segunda ciudad más grande de Gran Canaria, con la adquisición por parte del Ayuntamiento de la finca de San Rafael, en el pago de La Higuera Canaria. Gobernaba la ciudad el funesto pacto entre el PP y AFV-Ciuca, que condujo al Ayuntamiento a la ruina y a la vergüenza nacional por los escándalos relacionados con las operaciones Faycan y Doramas, por las que resultaron detenidas casi medio centenar de personas, entre cargos públicos, funcionarios y empresarios.


  El empresario autor del pase fue el mismo que en La Favorita, Santiago Santana Cazorla, que volvía a actuar de intermediario entre los propietarios que vendían la finca y el Ayuntamiento, al que de buenas a primeras sobrevino la necesidad de tener un inmueble así para destinarlo a personas discapacitadas y ancianas.


  Al igual que ha ocurrido con La Favorita, que presenta severas carencias y problemas graves de salubridad para los funcionarios, la finca de San Rafael también resultó imposible de conciliar con los fines para los que oficialmente fue adquirida: centro de servicios sociales con escaleras y alturas difícilmente adaptables y a varios kilómetros del centro de la ciudad, sobre una montaña.


  Santana Cazorla compró a la acaudalada –venida a menos– familia Benjumea esta finca el 28 de julio de 2004 por 2.524.250,84 euros y permutó esa propiedad al Ayuntamiento por ocho parcelas urbanizables en el barrio de Marpequeña que sumaban casi 30.000 metros cuadrados y que el consistorio valoraba en 6.399.527,95 euros. Entre la compra y la permuta, que se celebró llamativamente en pleno mes de agosto, el día 18 concretamente, dista menos de un mes, y entre un precio y el otro, casi cuatro millones de euros.


  A diferencia del caso de La Favorita, en el de la finca de San Rafael sí hubo recurso contencioso-administrativo, que terminó con una demoledora sentencia en la que se anulaba la operación por no haberla sometido a los mínimos legales de publicidad y concurrencia y a la necesaria votación en la junta municipal de gobierno.


  Por iniciativa de Nueva Canarias, se tramita al golpito una querella contra los concejales y el empresario que tuvieron que ver con este pelotazo. Durante 2014, si nada se tuerce, la actual alcaldesa, María del Carmen Castellano (PP); su primer teniente de alcalde, Guillermo Reyes (Ciuca), varios funcionarios y el empresario experto en pases de este tipo se sentarán en el banquillo para responder por los cargos de prevaricación que la juez y la fiscalía les han atribuido.


  
    El Canódromo de los nueve millones de pelotazo

  


  Los dos mandatos de Soria como alcalde de Las Palmas de Gran Canaria (1995-2003) tuvieron otros hitos escandalosos, además del caso La Favorita. Hitos que se saldaron, cómo no, con abultados beneficios para los empresarios que tuvieron la suerte de cruzarse con este peculiar alcalde y con importantes quebrantos para las cuentas públicas.


  Por encima de los siete millones de plusvalías que obtuvo Santana Cazorla por la vieja fábrica tabaquera, y pendiente de que se pueda evaluar el precio de los 22.000 metros cuadrados que se apañó tras la compraventa, se sitúa el pelotazo que obtuvo el empresario asturiano Eduardo Fernández en las torres del Canódromo.


  Fernández, cabeza visible del grupo inmobiliario Inprocansa, hizo el negocio de su vida con una recalificación urbanística de un suelo que ni siquiera era de su propiedad. Un ejemplo notable de cómo fueron estos tremendos años de burbuja inmobiliaria en España.


  Inprocansa, a través de su filial Urbacan, consiguió que el concejal de Urbanismo de Soria, Juan José Cardona, actual alcalde con mayoría absoluta de Las Palmas de Gran Canaria, le firmara un convenio según el cual se cederían al Ayuntamiento unos terrenos en el barrio de Schamann a cambio de que en uno de sus lados se permitiera la construcción de dos torres de viviendas de alto copete con extraordinarias vistas sobre la bahía de La Luz.


  Eran los terrenos donde antiguamente se levantaba el canódromo de la ciudad, ubicado en un barrio con graves carencias de espacios libres cuyos propietarios sólo habían firmado con Urbacan una opción de compra. Con ella en la mano, el empresario logró convencer a Soria de esa operación por la que se embolsó nada menos que nueve millones de euros en plusvalías.


  Porque, una vez firmado el convenio, el empresario compró el suelo y vendió la zona recalificada para torres a la constructora Realia.


  También en esta ocasión jugó un papel determinante la generosidad municipal a la hora de tasar lo público y lo privado. A lo largo de una instrucción judicial que se saldó con el archivo de una causa por prevaricación y desviación de poder, quedó de manifiesto que los técnicos municipales utilizaron criterios ajenos a la Ley de Expropiaciones para tasar el suelo cedido al Ayuntamiento para hacer un pequeño parque urbano, y de ese modo ceder a la empresa unos aprovechamientos multimillonarios.


  Solo un concejal que acompañaba a Soria en aquellos inicios de su vida política se ha atrevido a relatar públicamente lo que vivió en el Ayuntamiento en 1998 durante la tramitación del convenio del Canódromo. Pascual Mota era el responsable de Deportes y fue a él a quien se dirigieron inicialmente los verdaderos propietarios de ese viejo recinto, la familia del desaparecido abogado José Díaz Sosa, para proponérselo como equipamientos deportivos públicos. Sus conversaciones llegaron a estar muy avanzadas y hasta se llegaron a barajar cifras: la familia heredera del suelo pretendía venderlo al Ayuntamiento por tan solo 1,5 millones de euros, seis veces menos de lo que finalmente se pagó en aprovechamientos.


  Pero todo el proceso negociador con el concejal de Deportes se detuvo de un manotazo. Mota se lo comentó a Soria y éste, en el tono despreciativo con el que acostumbra a tratar a sus subordinados, le contestó: “Deja eso en manos de Jorge Rodríguez [concejal de Urbanismo] que es el que sabe de esas cosas”. Pascual Mota jamás repitió en las listas electorales del PP. Jorge Rodríguez primero y Juan José Cardona después lo sustituyeron en las negociaciones, por llamarlas de algún modo.


  La empresa beneficiada con este pelotazo de nueve millones de euros, Inprocansa, volvió años después a ser noticia en Canarias, otra vez por comportamientos sospechosos del Partido Popular del que es presidente regional José Manuel Soria. Y de nuevo con un concurso público por medio, el de la contratación del servicio de hemodiálisis para los hospitales José Molina Orosa, de Lanzarote, y el Doctor Juan Negrín de Las Palmas de Gran Canaria. Lo promovía la Consejería de Sanidad, por primera vez en manos del PP en el periodo 2007-2010, con Soria al frente de la vicepresidencia y de la Consejería de Economía y Hacienda. Fue un concurso marca de la casa: valorado en 124 millones de euros, sus bases fueron convenientemente amañadas para que lo ganara una empresa creada para la ocasión, Lifeblood, S.L., sin solvencia económica y, naturalmente, sin experiencia, en la que aparecía como administrador Francisco Javier Jorcano, yerno del dueño de


  Inprocansa, Eduardo Fernández.


  Jorcano actuaba ante la Consejería de Sanidad como pantalla ocultando al verdadero empresario, el abogado canario Francisco Javier Artiles Camacho, asesor jurídico de esa misma consejería, donde actuaba con absoluta impunidad, ora respondiendo recursos de los administrados, ora elaborando bases de concursos públicos y participando en las mesas de contratación en las que se adjudicaban.


  El concurso fue adjudicado en octubre de 2010, unos pocos días antes de que Soria anunciara que abandonaba el pacto con Coalición Canaria y, por lo tanto, el Gobierno regional, castigando de ese modo a su socio por haber permitido que sus diputados en las Cortes apoyaran los últimos presupuestos del Gobierno de Zapatero.


  El montaje para otorgar este millonario concurso tuvo como cómplices a personas intocables en los juzgados de Canarias, particularmente a una, la secretaria general del Servicio Canario de la Salud, Lourdes Quesada, esposa del fiscal jefe de Las Palmas, que resultó imputada en la causa judicial abierta de oficio por la magistrada María Victoria Rosell al presenciar en un programa de Televisión Española cómo la jefa de Nefrología del Hospital Juan Negrín confesaba públicamente que había sido tentada con sobornos por empresas del sector.


  El montaje se desmoronó meses después, con un nuevo consejero de Sanidad, en este caso de Coalición Canaria, que anuló el concurso. La causa penal, naturalmente, resultó archivada al considerar los fiscales anticorrupción enviados desde Madrid que allí no había delitos.


  El fiscal de Las Palmas, Guillermo García-Panasco, esposo de una de las principales encartadas, fue apadrinado en su nombramiento por el fiscal general del Estado, Eduardo Torres Dulce, con el que mantiene una estrecha relación a través de la asociación profesional en cuya directiva han coincidido mucho tiempo.



  

    El alcalde que nunca estuvo allí


  


  Cualquiera que conozca un poco las Islas Canarias, y más concretamente las orientales, sabe que una de sus principales debilidades es el agua. La sobreexplotación de los acuíferos (donde los hay) y la cada día más creciente demanda por la presión demográfica y por la industria turística, hace años que condujeron a la adopción de un modelo de producción de agua que se ha tornado en un referente mundial equiparable al de Israel. La potabilización de agua, que se exige ya en las urbanizaciones turísticas y en los hoteles de costa, produjo en los ochenta y noventa un giro espectacular al problema.


  A ningún español continental le entraría en la cabeza que una ciudad como Las Palmas de Gran Canaria, con unos 385.000 habitantes, tuviera hace escasos 25 años gravísimos problemas de abastecimiento urbano, hasta el punto de tener que restringirse el suministro a los vecinos a unas horas determinadas del día, ¡y en días alternos! No había ni hay hoy en día casa que no cuente con bidones en la azotea o aljibe en sus sótanos, de modo que se cuidan las reservas como si de un ahorro vital se tratara.


  Se alcanzó tal conciencia con el problema de la escasez de agua, que el consumo medio diario por habitante de la capital grancanaria llegó a estar por debajo de lo fijado por la OMS para los países desarrollados.


  Por lo tanto, el agua era y sigue siendo para Las Palmas de Gran Canaria una cuestión principal.


  La democracia sorprendió al primer alcalde socialista que tuvo la ciudad, Juan Rodríguez Doreste, con un durísimo conflicto en algunos barrios de la periferia de la capital, que se rebelaron contra el Ayuntamiento en lo que se dio en llamar la guerra del agua, alentada por el entonces dirigente del PCE José Carlos Mauricio, en la década siguiente convertido al nacionalismo con familiaridad y desayunos frecuentes con Aznar en La Moncloa.


  Los vecinos no soportaban aquellas restricciones de agua y se echaron a la calle. Las tensiones fueron muchísimas y el Ayuntamiento tuvo que moverse con mucha urgencia en varias direcciones.


  Una de ellas, la que a medio plazo se tornó más eficaz, fue la de construir una segunda potabilizadora que se acoplara a la vieja Las Palmas I, en la zona de Piedra Santa, a la entrada de la ciudad por el Sur. Las Palmas I se había quedado pequeña y obsoleta, operaba por el sistema de compresión a vapor, que requería un alto consumo de fuel.


  Las Palmas II supuso un tremendo alivio para las tiranteces de las reservas de agua de la ciudad, pero no era una solución definitiva porque los consumos no dejaban de crecer y era necesario planificar más producción a un menor coste teniendo como aliada una materia prima inagotable y al alcance de la mano: el agua de mar.


  Con una parte del problema solucionado gracias a la nueva potabilizadora y a los proyectos de otras más, apareció por el Ayuntamiento un alcalde dispuesto a acabar con todos los problemas de la ciudad. José Manuel Soria llegó envuelto en un halo de eficacia, de carisma, de ejecutividad, de visión empresarial de las instituciones que cautivó especialmente a la clase dirigente (la empresarial, la mediática y la política) y acto seguido entre los vecinos, que lo votaron abrumadoramente para que obtuviera dos mayorías absolutas consecutivas.


  Soria emergía fuertemente apoyado por una clase dirigente que veía cómo experimentos como la alcaldía a tiempo compartido, ideada por José Carlos Mauricio con el apoyo de una Alianza Popular por entonces desnortada, se quebraban cuando los protagonismos vencían a los compromisos de regeneración. O cómo alcaldes de débil carácter como el socialista Emilio Mayoral se encogían de hombros con tal de salvar sus muebles en la Agrupación Local socialista.


  En el aspecto concreto de la política de aguas para la capital grancanaria, Soria profundizó en la potabilización como solución más eficiente y experimentada. Pero lo hizo de manera calamitosa sin que ninguna de las personas conocedoras de esas decisiones atine a explicar ahora de manera razonable por qué.


  Informado sobre la necesidad de continuar invirtiendo en potabilizadoras, se empeñó en complementar la vieja Las Palmas I con la mejor planta que imaginarse pudiera en aquel momento. Debía ser de compresión de vapor y debía ser la mejor del mundo, así que se empeñó en la más cara y la más ineficiente para cualquier país que no sea productor de petróleo.


  A pesar de todos los informes negativos por parte del Servicio Municipal del Ciclo Integral del Agua; pese a la oposición furibunda de la compañía mixta que se ocupa del suministro del agua en Las Palmas de Gran Canaria (Emalsa), y a pesar de los informes contrarios de los técnicos del Ministerio de Medio Ambiente de España, que finalmente corrió con la financiación del capricho, Soria consiguió su planta alimentada por fuel que costó a las arcas públicas 75 millones de euros de finales de los noventa.


  Ni siquiera él podía imaginarse a finales de aquellas calendas que iba a ser el ministro del petróleo, el que rescatara la remota posibilidad de conseguir crudo en las costas cercanas a Fuerteventura y Lanzarote y el que llegara a ser considerado en las islas como el empleado del año de la petrolera multinacional Repsol.


  Pero ni siquiera con lo que prometen las cuadrículas de la compañía que preside Antonio Brufau se abaratarían los costes de fuel que requiere la potabilizadora que contrató el actual ministro de Industria para la ciudad de la que era alcalde.


  La planta jamás ha producido un solo metro cúbico de agua sencillamente porque jamás se ha puesto de marcha: no la recepcionaron ni el Ayuntamiento, ni el Cabildo de la isla, ni el Gobierno de Canarias... ni siquiera la compañía encargada del agua en la ciudad, que exigía como condición –jamás aceptada– que el Ayuntamiento le autorizara una subida proporcional en el recibo del agua para así hacer frente al incremento de costes que se iba a incorporar a su cuenta de resultados. Nadie quiso jamás cargar sobre sus espaldas la explotación de una planta potabilizadora completamente irrentable. Sólo su arranque para trabajos de mantenimiento cuesta en fuel, a precios actuales de los carburantes, un millón de euros al año, como ha confirmado recientemente un directivo de la compañía Emalsa.


  Nunca hubo una explicación lógica para justificar aquel empeño de José Manuel Soria por cargar sobre las frágiles espaldas del Ayuntamiento una desaladora que no querían los técnicos, que le advertían del tremendo quebranto en que finalmente se ha convertido esa inversión para el erario público.


  Un destacado empresario local, por entonces muy allegado al alcalde, sostiene todavía que la única justificación que encuentra podía estar en el interés de Soria y de Francisco Álvarez Cascos, vicepresidente del Gobierno y en las claves de la operación, por cumplimentar al entonces todopoderoso presidente de Cepsa, Carlos Pérez de Bricio, con quienes compartían estrechas relaciones.


  Así las cosas, nadie se había atrevido a pensar en una salida para ese dispendio de dinero público hasta que en el mandato 2007-2011, otro alcalde socialista de la ciudad, Jerónimo Saavedra, recibió una interesante propuesta de un emisario qatarí: comprar la instalación por los mismos 75 millones que costó en su día y trasladarla por su cuenta pieza a pieza hasta ese país del Golfo para ponerla a producir agua de inmediato.


  Porque se trata, según los expertos, de la mejor planta desaladora del mundo, pero también la más cara, sólo al alcance de un país productor de petróleo. Al emisario qatarí le interesaba sobre todo el tiempo que se ahorraría su país en disponer de una instalación así, sin tener que esperar los cinco años de promedio que los fabricantes tardan en servirla.


  Pero al no haber estado recepcionada por ninguna institución canaria y haber sido sufragada por el Gobierno de España, Saavedra trasladó a Madrid la petición correspondiente. La respuesta fue frustrante para los intereses de la ciudad porque, como era de esperar, quien pagó el dispendio quería al menos recuperar la inversión, y con ella, devolver a la Unión Europea la parte que esta puso. El alcalde puso en contacto al emisario con las autoridades españolas, pero no hubo acuerdo.


  La última noticia que se tiene de Las Palmas I es la decisión del actual alcalde de la ciudad, Juan José Cardona, del Partido Popular, miembro del equipo municipal de Soria cuando se decidió aquella operación, de adjudicar el desguace de la planta y la venta de todo su material como chatarra. Cardona llevó ese asunto a un consejo de administración de Emalsa, de la que es presidente (el Ayuntamiento mantiene el 34% de esa sociedad semiprivatizada) a principios de 2013. Quiere recaudar dinero por cualquier método y todo apunta a que podría obtener por la chatarra un millón de euros.


  En el verano de 2013 ya consiguió algo más de


  500.000 vendiendo por la misma modalidad la potabilizadora Las Palmas II que en los ochenta pagó el MOPU gracias a las gestiones de Juan Rodríguez Doreste, el alcalde que acabó con la guerra del agua.


  Falta por saber qué opina de esa venta al peso que pretende Cardona el Gobierno de España, que pagó los 75 millones y que sigue con la amenaza de las autoridades comunitarias por la inversión fallida que habrá que devolver algún día.
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    Caso Isolux. Junio de 2008. Aguardando a la celebración del juicio del caso Isolux. Soria, ya vicepresidente del Gobierno, junto a la ex alcaldesa de Las Palmas de Gran Canaria, Josefa Luzardo. Luzardo adjudicó un concurso para la instalación de membranas en una potabilizadora de la ciudad a Isolux, la empresa cuya oferta quedó en noveno lugar. Para justificarlo tuvo que pedir un segundo informe al jefe de limpieza viaria. Soria también perdió este juicio.


  


  



  


  
    Isolux: un concurso amañado y diferido

  


  Con estos antecedentes es fácil concluir que a Soria le interesaba mucho el negocio del agua. Mucho más de lo que declaró bajo juramento ante un tribunal en 2008, cuando compareció como testigo por la querella que me interpuso por haber publicado que, al abandonar la alcaldía en 2003, había dejado instrucciones precisas a su sucesora, Josefa Luzardo, para que adjudicara un concurso de instalación de membranas de ósmosis inversa en el complejo de potabilizadoras a la compañía Isolux.


  La juez le preguntó en el juicio al que por entonces ya era vicepresidente del Gobierno si era o no cierta nuestra afirmación sobre aquel concurso de ocho millones de euros. Con la misma solemnidad con que juraba decir verdad en todos los juicios a los que me ha sometido como querellado, Soria mintió: “Jamás me he ocupado del asunto del agua en la ciudad”, afirmó tajante ante el tribunal.


  Luego quedó probado en ese juicio, en el que resulté absuelto, que se ocupó hasta límites que rebasaron lo democrático y hasta lo legal.


  Soria no soportaba nuestras indagaciones periodísticas, ni las duras críticas que tanto en este asunto de la potabilización como en otros muchos le hicimos. Teníamos perfectamente detectado su comportamiento en lo que se dio en llamar el caso Isolux, otra operación ruinosa para la ciudad de la que fue alcalde entre 1995 y 2003.


  Consistió la operación en forzar la maquinaria municipal al máximo para que ese concurso se adjudicara a la compañía Isolux, absolutamente inexperta entonces en esta actividad.


  Comoquiera que los técnicos municipales del Ciclo Integral del Agua demoraron la emisión de su informe sobre la docena de ofertas presentadas, a Soria y a su equipo no le quedó más remedio que posponer la adjudicación al siguiente mandato. Por lo tanto, la encargada de ejecutar el encargo habría de ser la alcaldesa salida de las urnas en el verano de 2003, Josefa Luzardo.


  El informe de los técnicos municipales fue demoledor y absolutamente contrario a las intenciones de Soria y del PP: la oferta de Isolux quedaba postergada a la novena posición, mientras que se situaba primera la que presentaba Idagua, vinculada por la vía de algunos de sus socios con la empresa mixta Emalsa, explotadora del negocio del agua en Las Palmas de Gran Canaria.


  No podía ser. Aquello quebraba todos los planes del PP, por lo que había que ingeniar algo que invirtiera por completo los términos del informe técnico. Así que, ni corta ni perezosa, en agosto de 2003, Pepa Luzardo encargó a un ingeniero claramente incompetente, el jefe del Servicio de Recogida de Basuras, un informe sobre las propuestas presentadas al concurso de nuevos bastidores de membranas de ósmosis inversa para la planta Las Palmas III. Y lo que los especialistas municipales tardaron tres meses en evaluar, el ingeniero elegido por la alcaldesa lo evacuó en tan solo ocho días. Un verdadero prodigio de eficacia administrativa único en el mundo.


  En aquel juicio en el que yo me sentaba en el banquillo para responder a una querella de Soria por injurias y calumnias por las que me pedía dos años de cárcel y 300.000 euros de indemnización, los presentes en la sala pudimos escuchar de boca de la alcaldesa verdaderas barbaridades, muy propias de la calidad política que siempre ha presidido sus actos.


  Cuando fue preguntada por los motivos que le condujeron a despreciar el informe de los técnicos del Servicio Integral del Agua, Pepa Luzardo contestó orgullosa que aquel dictamen sencillamente no le gustaba, que no le gustaba ni siquiera el adjudicatario, en referencia al representante de la empresa Idagua, Rafael González Bravo de Laguna, que a la postre se iba a convertir en protagonista máximo de aquel juicio. Pepa todavía no lo sabía.


  “Yo encargué el nuevo informe y me fui de vacaciones al Sur [a Playa del Inglés]”, declaró, porque “estaba muy cansada tras la campaña electoral”. A los ocho días, sin embargo, ya con el dictamen soplando a favor de las pretensiones de Soria firmado por el ingeniero incompetente, Luzardo convocó en pleno agosto a la comisión de gobierno para adjudicar. No fue fácil ni siquiera convencer a los suyos ante la evidencia del escándalo. Algunos recién estrenados concejales abandonaron al poco tiempo el Ayuntamiento temerosos de que las arbitrariedades fueran a más. Pero lo sacó adelante. El encargo era inamovible y Luzardo no iba a llevar la contraria a su jefe en su primer cometido tras quedarse al frente de la nave municipal.


  El cabreo de los funcionarios y, especialmente, de la empresa que resultó derrotada gracias a esas artimañas es fácil de imaginar. Alrededor nos colocamos algunos periodistas deseosos de conocer qué había pasado para que un concurso así hubiera sido tan descaradamente amañado. Pronto descubrimos que se trataba de beneficiar a una empresa, Isolux, completamente inexperta entonces en este tipo de trabajos. Nunca supimos a cambio de qué, pero conociendo lo que luego afloró respecto a lo que recibían empresas nacionales que durante décadas han estado financiando legal o ilegalmente al PP, es muy humano imaginarse lo peor.


  El empresario que resultó derrotado en este concurso con tantos amaños contactó con la alcaldesa para mostrarle su enojo, y la alcaldesa se encogió de hombros. Nunca se cayeron bien y aquel incidente los separó aún más. Luzardo jamás ocultó su antipatía hacia González Bravo de Laguna, y durante su mandato como alcaldesa trató de apartarlo de los alrededores de Emalsa, la compañía del agua, utilizando todas las armas a su alcance, incluso la posibilidad de que la empresa que él representaba, la francesa Bouygues, quedara en minoría en el consejo de administración vendiendo el 34% del Ayuntamiento a FCC.


  
    [image: El amigo del que renegaron]


    El amigo del que renegaron. Una foto que desmiente a Soria. Su esposa, María del Carmen Benítez, charla amigablemente con el empresario Rafael González Bravo de Laguna antes de dar comienzo al juicio por el caso Isolux, en junio de 2008. Tras su demoledor testimonio como testigo, el empresario pasó a ser un desconocido para la familia Soria-Benítez, a pesar de que la esposa del ministro actuó de madrina en el bautizo de una de sus hijas. Tras sufrir una querella -ya archivadapor testimonio falso, González Bravo de Laguna ha padecido una dura inspección de Hacienda y una querella por administración desleal en la empresa mixta Emalsa promovida por la Fiscalía de Las Palmas a instancias del Ayuntamiento de la ciudad, gobernado por el PP.

  


  


  Para eso habría de desempeñar un papel fundamental el novio de la alcaldesa, Ángel Castanedo, director de la división de Medio Ambiente de FCC. Pero ésa es otra operación que nunca se llegó a consumar.


  El desprecio de la alcaldesa al representante de Idagua, Rafael González Bravo de Laguna, condujo al empresario hasta José Manuel Soria, ya presidente del Cabildo de Gran Canaria (2003-2007). En un acto social celebrado en la mansión de un destacado mecenas radicado en el Sur de Gran Canaria, coincidieron empresario y político en medio de un corrillo en el que Soria puso de manifiesto su escaso respeto por la legalidad vigente y su peculiar manera de entender el poder democrático.


  Conocedor de que el representante de Idagua había anunciado recurso contencioso-administrativo contra la adjudicación de las membranas a Isolux, le lanzó una advertencia sin importarle lo más mínimo que hubiera testigos: “Rafael, si Idagua recurre, ni tu ni los franceses [en referencia a Bouygues] vuelven a contratar en Gran Canaria”.


  El recurso se estaba redactando en el prestigioso bufete legal de José Miguel Bravo de Laguna, el antecesor de Soria en la presidencia del PP de Canarias, hoy presidente del Cabildo de Gran Canaria, a la sazón secretario del consejo de administración de la empresa mixta de gestión del agua en la capital Emalsa. Una evidencia más de lo chica y endogámica que es la sociedad canaria y lo abarcables que son los límites del poder.


  Aquella amenaza del presidente del Cabildo cundió porque jamás fue interpuesta acción alguna ante los tribunales. La única persona que se sentó en un banquillo para responder por el caso Isolux fui yo. Publiqué un artículo de opinión en el que contaba exactamente esto y hacía especial hincapié en que Soria había dejado estrictas instrucciones a Pepa Luzardo para que el concurso no fuera en dirección distinta que a la que apuntaba a la empresa de Luis Delso.


  Soria se querelló exclusivamente por eso porque creía que jamás podríamos demostrar ante un tribunal que intervino personalmente para que así fuera. No contaba con el testimonio del empresario, al que conseguimos convencer tan solo unos días antes del juicio de que acudiera a él con la única condición de decir la verdad.


  
    [image: Un testimonio demoledor]


    Un testimonio demoledor. Soria atiende a las preguntas de su abogado. Al fondo, los dos letrados que defendieron al director de Canarias Ahora, Luis Val y José Luis Rivero. El interrogatorio al que sometieron al testigo Rafael González Bravo de Laguna fue determinante para la absolución del acusado. Soria recurrió la sentencia ante la Audiencia Provincial, que ratificó la absolución de instancia: "El periodista se limitó a informar de un hecho que previamente había sido contrastado por él", sostiene esta resolución firme de 2010.

  


  


  No le advertí de las preguntas que le iban a hacer mis abogados, (Luis Val, en representación de la empresa editora del periódico, y José Manuel Rivero, en mi defensa), lo que le condujo ante la jueza en la confianza de que sólo le preguntarían por la participación de Pepa Luzardo en la adjudicación del concurso.


  Por eso titubeó muchísimo cuando José Manuel Rivero le preguntó por aquella cena selecta en casa de Justus Franz, en el Sur de Gran Canaria, y por aquella amenaza expresa de José Manuel Soria.


  Pero el testigo cumplió con su juramento de decir verdad y, a cuentagotas fue relatando los detalles, quiénes eran los otros empresarios y políticos presentes y cómo reaccionó su consejo de administración al conocer con detalle la amenaza.


  La juez se interesó muy vivamente por lo que se estaba escuchando en aquella pequeña sala de los juzgados de la calle Granadera Canaria. Un empresario muy dependiente de los contratos con las administraciones públicas relataba con pelos y señales cómo el presidente del PP canario, la gran esperanza de la regeneración política en el Archipiélago, le había extorsionado.


  La visión que desde estrados tiene un juez es necesariamente privilegiada. Desde allí contempla perfectamente no solo la cara y actitudes del testigo, sino también la del querellante, la del querellado y las del público. La juez veía por lo tanto perfectamente las contorsiones de Soria, sentado a escasos metros de mí, que se mostraba ostentosamente indignado con lo que estaba oyendo.


  Su estrategia se venía abajo por momentos y, además, quedaba ante todos los presentes, como un auténtico mentiroso y, lo que es peor aún, como un político chantajista y rastrero.


  Quizás por las caras que ponían Soria y su esposa ante el testimonio de González Bravo de Laguna y por el asombro que a ella misma le producían aquellas palabras, la juez recordó al testigo en varias ocasiones que estaba bajo juramento y que, por tanto, debía decir verdad. “Estoy diciendo la verdad”, atinó a decir el empresario entre preguntas y respuestas.


  En su sentencia, la juez dio por creíbles todos sus argumentos y detalles, y con ellos me absolvió de los cargos de injurias y calumnias por los que el presidente del Cabildo se había querellado.


  
    [image: Esposa y procuradora]


    Esposa y procuradora. Una imagen muchas veces repetida. La procuradora y esposa de José Manuel Soria, María del Carmen Benítez, asiste al juicio del caso Isolux. Junto a ella, el letrado del hoy ministro, Nicolás González-Cuéllar. Junto a él, el fiscal, que pidió para el acusado un agravamiento de la pena que había solicitado al finalizar la instrucción. Cuando deponía su informe, el representante del Ministerio Público solo miraba a Soria en busca de su reconocimiento ante el alegato acusador que pronunciaba. Ni la jueza ni la Audiencia avalaron una pizca sus argumentos.

  


  


  Lamentablemente no hubo condena en costas para el querellante porque el representante del Ministerio Fiscal, en un vergonzoso papel que tardaré en olvidar por su sumisión a Soria, al que miraba constantemente en su alegato final para recibir su aprobación, no sólo no pidió para mí la absolución, sino que modificó al alza lo que pedía en su escrito de calificaciones. Él también perdió el juicio.


  Soria salió de aquella sala de vistas verdaderamente tocado. Acababa de desmoronarse públicamente y con estrépito su afirmación de que él no se ocupaba de asuntos mundanos como el del agua, que no participaba en decisiones como la convocatoria de un concurso público, y mucho menos en la identidad de la empresa que debía ser la adjudicataria.


  Amenazar a un empresario con el ostracismo si ejercía su derecho al recurso judicial le destrozaba por completo su imagen pulcra y de buen gestor que siempre quiso labrarse.


  Su sordo cabreo dentro de la sala de vistas lo trasladó, ya acabado el juicio, a los pasillos del edificio de los juzgados, donde con voz indisimulablemente alta exigía a su abogado, Nicolás González-Cuéllar Serrano, y a su procuradora y esposa que iniciaran acciones penales “contra ese tío”, en referencia al testigo que había desmontado su acusación contra mí y contra el periódico. “Lo quiero ver en la cárcel”, gritó muy cerca de donde yo comentaba con mi abogado el giro que había dado una causa que apenas tuvo instrucción porque la juez se negó a admitir una sola prueba antes de mandarme a juicio.


  El encargo de Soria se ejecutó: a las pocas semanas recibíamos Rafael González y yo las correspondientes notificaciones de una querella por falso testimonio y por presentación de testigo falso a juicio, respectivamente, querella que se tramita desde hace cuatro años en un juzgado de Las Palmas de Gran Canaria. Tras las vicisitudes de rigor, el sobreseimiento de la causa ha ido y venido varias veces a la Audiencia Provincial sin que hasta la fecha haya quedado definitivamente archivada.


  Durante los primeros pasos de esta última instrucción, Soria volvió a demostrar la facilidad que tiene para mentir, incluso ante un juez y bajo juramento de decir verdad, como corresponde a los testigos o, como en este caso, a quien formula una querella y se ratifica en ella ante la autoridad judicial.


  Preguntado por el instructor de su propia querella si conocía a los querellados, aseguró que no. Dependerá lo que entienda el ministro por conocer a alguien. Porque parece aceptable que asegure no conocerme a mí. Al fin y al cabo apenas habremos intercambiado en nuestra vida una decena de palabras de cortesía, cuando nos cruzábamos palabras de cortesía. Pero asegurar que no conoce a González Bravo de Laguna es una falsedad insostenible: la esposa de Soria fue madrina de una de las hijas que adoptó el empresario, y al bautizo con celebración en un conocido restaurante de Las Palmas de Gran Canaria acudió el matrimonio dando muestras públicas de amistad con los padres de la bautizada.


  Esa mentira, entre otras consideraciones nada edificantes hacia el querellado, por entonces vicepresidente del Gobierno, la reflejó el magistrado Tomás Martín en su auto de sobreseimiento de la causa, luego reabierta a petición de Soria ante la Audiencia Provincial.


  Desde aquel testimonio en el juicio del caso Isolux, González Bravo de Laguna pasó a acompañarme en la lista de enemigos declarados de José Manuel Soria. El ministro lo confiesa sin pudor cada vez que en cualquier conversación surge alguno de esos dos nombres o el del periódico que dirijo.


  Contra ambos ha actuado cada vez que ha podido, unas veces directamente y otras a través de terceras personas o los distintos resortes que tiene a su alcance.


  A Rafael González le sancionó en 2013 la Agencia Tributaria con dos millones de euros tras una rigurosa inspección que el afectado atribuye directamente al ministro. En estos momentos trata de defenderse de una atravesada querella de la Fiscalía Provincial de Las Palmas por su gestión en una empresa filial de Emalsa en la que también aparecen como denunciados representantes de Sacyr y de Valoriza. En el entorno de Soria confirman sin disimulo que el objetivo es el empresario canario.


  
    La cuenta de Soria en Suiza

  


  La amistad del matrimonio Soria y el entonces formado por Rafael González y Margarita Manrique de Lara tuvo otras manifestaciones que pasaron a ser públicas cuando el empresario rompió definitivamente con su esposa. Ha sido uno de los divorcios más sonados de cuantos se han producido en la alta burguesía grancanaria, particularmente por el carácter levantisco de la señora, la actividad de intermediario empresarial del señor y los negocios que éste ha sostenido históricamente con destacados miembros de la sociedad isleña. Incluimos en este selecto grupo a José Manuel Soria, por mucho que sostuviera ante un juez que no lo conocía de nada.


  Para tramitar su accidentado divorcio ante los juzgados, Margarita Manrique se hizo con los servicios de su amiga María del Carmen Benítez, esposa de Soria, una de las procuradoras más afortunadas de cuantas operan en la ciudad. Su “¿y por qué no llevo yo tus cosas?” se convirtió en un hit desde que empezó a acompañar a su marido a todos los acontecimientos sociales y políticos en los que habitualmente se da cita lo más granado de la política, la empresa y la judicatura de Canarias. Ni que decir tiene que no había empresario o dirigente político con necesidad, aunque fuera remota, de representación judicial que no sucumbiera ante tan elocuente exigencia, lo que convirtió pronto al despacho de la señora Benítez en el más próspero de la ciudad, incluso en época de crisis económica. Era imposible no rendirse ante esa presión. ¿Qué responder a la señora del alcalde, o presidente del Cabildo, o vicepresidente del Gobierno y consejero de Economía y Hacienda que profería aquella descarada presión a escasos metros de donde se encontraba su marido?


  Siendo consejero de Economía y Hacienda y vicepresidente del Gobierno, José Manuel Soria era el competente en el control de las dos Cajas canarias, una integrada luego en Bankia (la de Las Palmas), y la otra en Caixabank (la de Santa Cruz de Tenerife). Poco tardó su esposa en convertirse en procuradora principal de la entidad grancanaria, integrada en un amplio equipo de profesionales, algunos de ellos históricos. Pero llegado el tiempo de reducir costes, Bankia ordenó a su filial en Las Palmas que dejara una sola procuradora, y ésa debía ser María del Carmen Benítez. La conmoción fue de tal calibre en la dirección de la entidad y en sus servicios jurídicos que hubo que presionar mucho a Madrid para que al menos se mantuviera el más eficiente de todos, Armando Curbelo, que perdía décadas de servicio a la entidad por este descarado tráfico de influencias. El propósito se consiguió: Curbelo comparte procuraduría con la esposa del señor ministro.


  Igual suerte tuvo la procuradora Benítez en otros organismos y entidades públicos relacionados con la actividad de su esposo. A principios de esta década entró a formar parte del equipo jurídico de la Autoridad Portuaria de Las Palmas coincidiendo con la pertenencia de José Manuel Soria a su consejo de administración en calidad de vocal por su condición de presidente del Cabildo de Gran Canaria.


  Pero volvamos al sonado divorcio entre Rafael González y Margarita Manrique de Lara, con María del Carmen Benítez de diligente procuradora.


  Para tratar de demostrar que su ex esposo tenía más dinero del que declaraba y que incluso podía haber incurrido en el delito de alzamiento de bienes (ambas cosas fueron desechadas por el juez), la despechada Margarita Manrique de Lara aportó al juzgado de Familia, a través de su procuradora, unos documentos que supuestamente reflejaban movimientos bancarios en al menos una cuenta en Suiza a nombre del demandado. En esa cuenta aparecían reflejados movimientos importantes vinculados a dos iniciales: LSL y JMSL, que el empresario confesó públicamente que respondían a los nombres Luis Soria López y José Manuel Soria López, respectivamente.


  Los documentos fueron movidos por diferentes despachos y redacciones periodísticas por un intrigante político local, ahora con prósperos negocios en México. Se llama Julio Bonis, un capitán de la Marina Mercante, natural de Segovia, que apareció por Canarias para pilotar unas naves rápidas de Trasmediterránea, los jet-foil, y que acabó ejerciendo de consejero del Gobierno, primero de Presidencia y Justicia y luego de Sanidad. Sus negocios en la Baja California son sanitarios.


  Bonis mostraba los documentos que supuestamente comprometían a Soria al demostrar que operaba con cuentas en Suiza, pero jamás los hizo públicos. Cuando algún periodista le preguntaba por sus motivos siempre contestaba que se los guardaba para protegerse.


  Rafael González Bravo de Laguna fue siempre más elocuente, y además de confirmar que aquellas iniciales se correspondían con los hermanos Soria, contaba a quien le preguntaba que en más de una ocasión trasladó para el hoy ministro dinero desde Suiza a Canarias para el pago, entre otros bienes, de una casa que adquirió hace años en el selecto barrio de Tafira Alta.


  Soria presidente del Cabildo 2003-2007


  
    [image: Caso Salmón]


    Caso Salmón. Noviembre de 2008. José Manuel Soria sale sonriente de su primera declaración como imputado en el caso Salmón en el Tribunal Superior de Justicia de Canarias. La denuncia se había interpuesto en agosto de ese año, unos días antes de que prescribiera el delito denunciado (cohecho impropio) cometido en agosto de 2005, cuando el ministro aceptó la invitación del empresario noruego Björn Lyng para viajar en su jet privado a Salzburgo y a la pesca del salmón en Noruega. La Sala se tomó su tiempo y admitió a trámite la denuncia en octubre. Tras nueve meses de instrucción, la magistrada archivó la causa al considerar que el viaje se hubiera realizado con o sin el entonces presidente del Cabildo de Gran Canaria. La Fiscalía Anticorrupción apreció delito pero lo dio por prescrito.

  


  


  
    La verdad que oculta del caso Salmón

  


  La habilidad de Soria para la mentira y el enredo tienen en el caso Salmón su manifestación más descarada. Su traslado a Madrid, que se labró a base de muchas tertulias en Intereconomía TV financiadas con dinero público procedente de Canarias, estuvo siempre revestido de una pose de víctima de una persecución policial, judicial, política y periodística que nunca fue tal. En su ya famosa comparecencia en el Senado para explicar a su modo el caso Bárcenas, el mismísimo Mariano Rajoy lo puso como ejemplo de una cacería injustificada que acabó en absolución. Falso.


  Si a alguien cabe atribuírsele una feroz cacería absolutamente ilegal y antidemocrática es al ministro convertido en mártir, porque en cuanto pisó la moqueta del ministerio de Industria literalmente volvió loco a su colega de Interior para ejecutar orgánicamente a los inspectores del Cuerpo Nacional de Policía que lo investigaron a él o dirigieron las diversas investigaciones protagonizadas por el PP a partir de que se crearan las fiscalías anticorrupción provinciales.


  La purga, y el consiguiente ascenso de los adeptos, no todos capacitados para las encomiendas, ha sido de tal calibre que ha desembocado en una cúpula incapaz, descoordinada y plagada de recomendados. Algunos mandos que vinieron prometiéndoselas muy felices empiezan a pedir traslados a lugares menos exóticos.


  Uno de esos inspectores depurados por petición expresa del ministro de Industria, pasó de dirigir un grupo de la Brigada de Información a patrullar las calles con uniforme y en un coche Zeta. Ese inspector conserva a buen recaudo una grabación que es una verdadera bomba. La realizó en el despacho del jefe superior de Policía de Canarias, Valentín Solano, que acababa de ser nombrado por el Gobierno de Rajoy y que traía como principal cometido ejecutar las sentencias de muerte profesional dictadas por José Manuel Soria.


  El inspector, cuyo nombre es preciso omitir para que no sufra más represalias, logró que el jefe superior le contara con detalle esas sentencias y a quiénes afectaban, y que le confesara que las órdenes partían directamente de la Delegación del Gobierno, a cuyo frente Soria colocó a una de las personas de su más estricta confianza, María del Carmen Hernández Bento, cuyo hermano Enrique es subsecretario de Estado en el Ministerio de Industria.


  El terror se instaló desde entonces en el Cuerpo Nacional de Policía, aunque en realidad ya había miedo a investigar a Soria desde que anunció en 2009 que se querellaría contra el inspector de la Brigada de la Policía Judicial que investigó sus cuentas y que le atribuyó por error un pago –uno– con tarjeta de crédito que en realidad no era suyo, sino de su esposa.


  La realidad última del caso Salmón es que Soria gozó de las ventajas de las que disfrutan en España los personajes aforados, que cuando son investigados por su correspondiente tribunal superior de justicia, especialmente en lugares pequeños como Canarias, cuentan con una protección especial. La juez no vio cohecho donde sí lo veía la fiscalía anticorrupción, pero la causa estaba prescrita porque la denuncia, presentada en agosto de 2008, dentro del límite de los tres años de prescripción del cohecho, no fue tramitada hasta octubre de aquel año. Imperó la doctrina más favorable al aforado.


  El caso Salmón estalló judicialmente en 2008, pero en realidad tiene sus orígenes en agosto de 2005, cuando José Manuel Soria era presidente del Cabildo de Gran Canaria. Un voraz incendio forestal afectó de manera muy grave a las cumbres de la isla mientras él pasaba sus vacaciones en el lujoso complejo de tiempo compartido ( time sharing) Anfi del Mar, en el municipio de Mogán, casualmente donde tiene un apartamento el padre de Rajoy y a donde acude con relativa frecuencia a descansar el presidente del Gobierno y del Partido Popular.


  La magnitud del fuego y los daños causados fueron tales que condujeron al presidente del Gobierno, a la sazón José Luis Rodríguez Zapatero, a abandonar momentáneamente sus vacaciones en Lanzarote para visitar la zona afectada. Soria estaba desaparecido y mandó a cumplimentar a Zapatero a uno de los vicepresidentes del Cabildo, Juan José Cardona, en la actualidad alcalde de Las Palmas de Gran Canaria, y a la postre uno de los actores secundarios del caso Salmón.


  Incapaz de guardar silencio o disimular sus errores, Soria no se conformó con ese feo a Zapatero, sino que fue más allá deslizando en la prensa unas nada sutiles manifestaciones contra el presidente del Gobierno: “Yo no me presto a esa foto”, vino a ser su comentario, como si su presencia en una fotografía pudiera servir de aval a alguien. Fue a partir de ese plante a Zapatero cuando nos algunos periodistas nos empezamos a interesar por el lugar donde pasaba sus vacaciones aquel agosto la primera autoridad de la isla de Gran Canaria. Nos parecía llamativa su ausencia, y no nos conformábamos con aquella altanera excusa de la negativa a la fotografía con Zapatero. Nuestras indagaciones nos condujeron hasta ese complejo del barranco de La Verga, Anfi del Mar, propiedad entonces de un notable empresario noruego, Björn Lyng, cuyos negocios relacionados con la industria pesada en su país le habían convertido en una persona respetable. Y millonaria.


  Ya octogenario, Lyng decidió dedicarse al turismo de lujo y eligió el que consideró mejor clima del mundo, el de Mogán, donde los expertos garantizan casi 350 días de sol año y una temperatura media de gran valor turístico. Los turistas nórdicos tardaron muy poco en fijarse en los establecimientos de Lyng, que en estos momentos están a punto de morir de éxito por la dimensión del objetivo ambicionado y por el mal socio elegido, el empresario local Santiago Santana Cazorla, denunciado ahora por los herederos del noruego por una apropiación indebida de ocho millones de euros. Es el mismo empresario, muy cercano al PP canario, de los escándalos de La Favorita y de la finca de San Rafael, relatados anteriormente.


  
    [image: Dos abogados de peso]


    Dos abogados de peso. José Manuel Soria entra en el Palacio de Justicia de Las Palmas de Gran Canaria en noviembre de 2008 a prestar declaración como imputado en el caso Salmón. Tras él, dos abogados de mucho peso en Madrid, el suyo, Nicolás González-Cuéllar, cuyas facturas en el hotel Santa Catalina se giraban al Cabildo, y José Antonio Choclán, que representaba en esta causa a Manuel Fernández, secretario general del Partido Popular y consejero delegado del grupo Anfi del Mar, mercantil con la que mantenía un contrato de asesoramiento ante las administraciones públicas a pesar de ser diputado regional. Fernández fue el que organizó la presencia de Soria. Su esposa y su hijo mayor en el viaje a la pesca del salmón.

  


  


  Soria veraneaba habitualmente en Anfi del Mar, y lo hacía invitado generosamente por Björn Lyng, como hacían otros políticos locales a los que el noruego cumplimentaba como nadie. Aquel verano de 2005, el presidente del Cabildo, hoy ministro de Industria, ocupaba un apartamento de más de 300 metros cuadrados, formato conocido en la casa como pent-house, que no se alquila ni se presta al público salvo excepciones muy cuidadas. Y Soria era una de esas excepciones.


  El apartamento en cuestión es de ensueño: dos plantas, tres dormitorios, tres baños, un amplio salón, terraza con jacuzzi, suelos de mármol...en fin, un lujo al alcance de muy pocos. Soria no pudo probar a lo largo de la causa judicial del caso Salmón cómo pagó aquel verano sus vacaciones porque no había ni un solo apunte en sus cuentas bancarias que demostrara un desembolso con talón o con tarjeta de crédito, ni siquiera un reintegro en un cajero automático en las fechas cercanas. Así que el ministro optó por la respuesta que le pareció más razonable y creíble: “lo pago siempre en metálico”, respondió a la juez cuando le preguntó.


  Teniendo en cuenta que la factura de esas vacaciones no bajaba de 4.000 euros, resultaba bastante chocante imaginarse a un personaje de esta categoría llevando encima tal cantidad de dinero, pero como muy bien destacó él durante la instrucción, cada uno paga sus deudas como le da la real gana.


  Pero aquel día en que Zapatero pateaba las cumbres de Gran Canaria, Soria no estaba relajándose en ese pent-house, estaba entretenido con otra actividad de recreo muy especial. Björn Lyng le había invitado, en compañía de las esposas de ambos, a un lujoso viaje al festival de música de Salzburgo y, posteriormente, a la pesca del salmón en la localidad noruega de Trodheim, reconocida mundialmente precisamente por esa especialidad.


  Soria aceptó la invitación, que contemplaba volar en el jet privado que el empresario noruego disfrutaba en la modalidad de leasing, con un coste por hora de vuelo (solo en pilotos, slots y tasas aeroportuarias) de unos 1.800 euros. Los dos matrimonios acudieron a un concierto en Salzburgo, y a su término se tropezaron en el vestíbulo del auditorio con Jerónimo Saavedra, un incondicional de ese festival. Al ex ministro y ex presidente de Canarias culpó Soria luego de que nos enteráramos de su viaje, pero no fue ésa nuestra fuente.


  
    [image: Segunda declaración por el caso Salmón]


    Segunda declaración por el caso Salmón. La magistrada que investigó el caso Salmón, Margarita Varona, se vio obligada a llamar a Soria a declarar en una segunda ocasión al comprobar que en su primera comparecencia había mentido. La Policía había detectado que sus vacaciones en el complejo Anfi del Mar, propiedad del empresario Björn Lyng, no habían sido pagadas ni con cheque ni con tarjeta de crédito, y que en las fechas investigadas no había habido ninguna operación de cajero electrónico. El imputado aseguró que siempre llevaba encima una alta suma de dinero, unos 4.000 euros, para hacer frente a pagos de ese tipo. También mintió al declarar que no había votado favorablemente al proyecto del empresario en el Parlamento. La grabación oficial de la Cámara, ampliamente difundida por la prensa, demostraba lo contrario.

  


  


  Tras pernoctar en Salzburgo, la esposa de Lyng, Irina Svistunova, manifestó su deseo de regresar a Gran Canaria y no acompañar al resto de viajeros a la pesca del salmón. Así que el jet regresó con todos a las islas, donde se quedó la mujer del noruego. La sustituyó en la expedición el hijo mayor de los Soria, Manuel, que les acompañó a Trodheim.


  En definitiva, Soria no había cumplimentado a Zapatero porque, en realidad, estaba en pleno viaje de recreo con el empresario Björn Lyng al que el Cabildo del que era presidente tramitaba justo en aquellos momentos un expediente vital para sus negocios: la declaración de interés general de la urbanización Anfi Tauro, el gran proyecto (3.500 camas de gran lujo) con el que quería rematar su exitosa incursión en el turismo mediante la explotación de tiempo compartido.


  Una ley de moratoria aún vigente en Canarias impedía ese propósito con algunas salvedades: que los proyectos fueran de lujo y que fueran declarados por el Cabildo correspondiente y luego por el Parlamento autonómico como “de interés general”. Y en esas estaba Lyng cuando invitó a Soria, a su esposa y al primogénito de ambos a un viaje de placer en su jet de lujo.


  La participación de Soria en ese expediente de Tauro era decisiva, tanto como presidente del Cabildo que debía emitir una primera declaración de interés general, como para su votación definitiva en el Parlamento de Canarias, donde el líder del PP ejercía entonces como presidente de su grupo parlamentario.


  La tramitación del interés general en favor de Anfi Tauro resultó meteórica en el Cabildo de Gran Canaria a partir de aquel verano. A pesar de que la solicitud de Lyng había tenido entrada en mayo de 2005, fue después de las vacaciones cuando se aceleró. En tan solo nueve días de octubre se emitieron informes que habitualmente tardan meses en evacuarse, y la treintena de reparos puestos por los técnicos fueron salvados solo con la promesa del promotor de subsanarlos.


  Al pie del informe aparecía la firma del consejero de Turismo de la institución insular, a la sazón Juan José Cardona, que abandonó temporalmente la política tras aquel mandato (2003-2007) para regresar al sector privado, concretamente a la dirección general del Grupo Santana Cazorla, socio al 50% del grupo Anfi del Mar cuando ya se tramitaba este proyecto. La famosa puerta giratoria.


  Tras cuatro años en esa empresa, donde no guardan especiales recuerdos de sus cualidades como ejecutivo, Juan José Cardona regresó a la política de la mano de su partido, el PP, con el que en 2011 obtuvo la mayoría absoluta con la que gobierna la ciudad de Las Palmas de Gran Canaria.


  No fue Jerónimo Saavedra el que nos confirmó la presencia de Soria en Salzburgo, algo –lo de acudir al festival de música más prestigioso del mundo– por lo demás nada sospechoso si no fuera por el modo en que llegó hasta allí alguien que jamás ha mostrado el menor interés por la música clásica ni por cualquier manifestación musical distinta a los primeros álbumes de José Feliciano. Fue en realidad el ex secretario general del PP canario, Manuel Fernández, el que contó a nuestro periódico todo el periplo que siguieron los matrimonios Lyng y Soria aquel agosto de 2005. “Ya sabes lo generoso que es el viejo”, dijo Fernández a modo de justificación cuando le llamamos para confirmar nuestras pesquisas.


  Fernández compatibilizaba de una manera muy poco ortodoxa su condición de diputado regional del PP con la de consejero delegado del grupo Lyng, con cuyo presidente estaba profesionalmente vinculado desde hacía décadas tras desempeñarse en Noruega como ingeniero técnico.


  Cuando entró en el Parlamento de Canarias la declaración de interés general de varios proyectos turísticos, entre otros el de Anfi Tauro, la tramitación caminó sin apenas dificultades. Ya se ocupaba de desbrozar el terreno el propio Fernández, que en más de una ocasión invitó a parlamentarios a conocer personalmente las bondades de las promociones de su jefe empresarial Lyng. Fue este diputado, aún hoy en ejercicio, el que presentó a su otro jefe, el político, José Manuel Soria, al empresario noruego, y el que gestionaba cada año las reservar para las vacaciones del hoy ministro en Anfi del Mar.


  Los esfuerzos de Fernández y Soria por sacar adelante el proyecto de Lyng no fueron excesivos. La mayoría parlamentaria de Coalición Canaria y el Partido Popular funcionaba como un reloj suizo, y solamente los retrasos burocráticos que el expediente sufrió en la Consejería de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, gobernada por los nacionalistas, retrasaron el empeño de Soria de que todo se culminara antes de que acabara la legislatura, en la primavera de 2007.


  Y lo consiguió en el último pleno parlamentario, que sirvió de sesión escoba en la que se colaron acuerdos tan demenciales como las conclusiones de una comisión de investigación sobre la trama corrupta detectada alrededor de un concurso de asignación de potencia eólica (el judicializado caso Eolo) en el que estaban implicados el PP y los hermanos Luis y José Manuel Soria y que se saldó culpando ¡al Partido Socialista!


  Fue el de Anfi un expediente envenenado, sin duda, porque durante su tramitación, además del viaje de Soria y su familia en el jet privado del promotor, además de las prisas que se dio el Cabildo que presidía, además de la reconversión posterior del consejero Cardona en director general del grupo empresarial socio del promotor, hubo presiones muy poderosas sobre los funcionarios de la Comunidad Autónoma con competencias en la materia.


  Las detectó accidentalmente la Policía en el curso de una investigación al alcalde de Mogán, Francisco González, del PP, la operación Góndola. La Policía indagaba desde 2006 algunas operaciones en las que supuestamente también estaba implicado (otra vez) el empresario Santiago Santana Cazorla, que resultó detenido, al igual que el alcalde, en la primera redada de aquella investigación. En las múltiples conversaciones telefónicas interceptadas por la Policía se apreciaron comportamientos bastante llamativos que también tocaron a la urbanización Anfi Tauro. Santana Cazorla habla varias veces con el presidente del Gobierno, a la sazón Adán Martín, ya fallecido, y con el consejero de Ordenación del Territorio, todavía Domingo Berriel, a los que reclama que empujen el expediente de declaración de interés general, atascado en los vericuetos de la Administración autonómica, precisamente para que llegara al Parlamento antes de acabar la legislatura.


  Para los anales de la corrupción política y judicial de Canarias quedará una expresión inconfundible captada al empresario, que reclamaba de los políticos amigos que apretaran “los tosnillos” (sic) a determinados jefes de servicio del departamento de Ordenación del Territorio.


  En aquellas conversaciones telefónicas del caso Góndola también aparecía de soslayo José Manuel Soria. Santana Cazorla manifestaba a sus interlocutores el inmenso temor que le despertaba desairarle en una cuestión que atañía a su hermano Luis, que acababa de dejar en mayo 2005 la consejería de Industria y Comercio, una vez Adán Martín descabalgó al PP del Gobierno regional por sus profundas desavenencias con su líder regional.


  Sin respetar los dos años de descompresión que la ley impone a los altos cargos para que no puedan ocuparse de asuntos privados que tuvieran que ver con sus anteriores funciones públicas, Luis Soria ejercía en 2006 ante Anfi Tauro como intermediario de una cadena de supermercados, Hiperdino, que pretendía implantarse en aquella prometedora urbanización. Como el alcalde de la localidad, Francisco González, ya había pedido que el beneficiado fuera “Suso el del Spar”, influyente comerciante de la cuerda de la primera autoridad municipal, Santana Cazorla se vio obligado a compensar al hermano de José Manuel Soria con una gratificación de 100.000 euros. “Que nos haga una factura y se lo pagamos, no se vaya a calentar el hermano”, decía el empresario a un colaborador ante los atónitos oídos de los investigadores policiales, agazapados al otro lado del hilo telefónico.


  Pues bien, en este contexto de influencias y prisas por sacar adelante la urbanización Anfi Tauro se produce el viaje de José Manuel Soria en el jet privado del co-propietario de esa urbanización.


  Era un escándalo al que los medios de comunicación habían puesto sordina hasta que en el periódico tomamos una decisión muy delicada: denunciar los hechos ante la justicia ante la ausencia de una denuncia de algún partido o colectivo, una investigación de oficio y la cada día mayor indignación de nuestros lectores, los únicos que hasta entonces tenían una información completa de aquel asunto.


  No es lo habitual en un periodista dedicarse a denunciar a los políticos ante los tribunales de justicia. Pero los periodistas también somos ciudadanos y la ley nos obliga a denunciar cuando tenemos la constancia de la comisión de un delito, como era el caso. Teníamos todas las pruebas, todos los datos, y nadie asumía responsabilidades políticas. Solo restaban las judiciales.


  Sabíamos que había habido con anterioridad un intento frustrado de un colectivo ecologista, Ben Magec, de llevar el asunto a la Fiscalía Anticorrupción, un intento en el que desde el periódico habíamos colaborado aportando toda nuestra información y la documentación a nuestro alcance. Pero los mecanismos asamblearios de ese colectivo no terminaron de aprobar la decisión y, cuando la denuncia ya se había interpuesto ante el Ministerio Público, fue retirada sin que se hubieran abierto diligencias de ningún tipo. Recuperamos aquella denuncia de 2006, que tenía incluso registro de entrada en la Fiscalía; nuestro abogado, Luis Val, la mejoró jurídicamente, la completamos con las novedades surgidas desde su redacción y la presentamos ante el mismo órgano. Era agosto de 2008, a pocos días de que transcurrieran los tres años (prescripción del cohecho impropio) desde el viaje los matrimonios Soria-Benítez y Lyng a Salzburgo y a Noruega.


  El denunciado ya era vicepresidente del Gobierno de Canarias después de que se reactivara el pacto de su partido con Coalición Canaria, roto a partir de mayo de 2005, pero recompuesto con la llegada de Paulino Rivero a la presidencia en 2007. Era muy atrevido denunciar por cohecho a todo un vicepresidente del Gobierno, y así lo interpretaron también en el Tribunal Superior de Justicia de Canarias (TSJC) donde nadie movió un solo dedo hasta octubre de aquel año, con evidente peligro de prescripción de la denuncia. En febrero de aquel año de 2008 el Constitucional había bendecido la doctrina de los Albertos, consistente en detener la prescripción en el momento de ser admitidas a trámites las querellas o denuncias, y no en el momento de su presentación.


  No obstante, la causa se abrió, fue admitida a trámite mi denuncia y se nombró jueza instructora a la magistrada Margarita Varona. La exigua carga de trabajo de la Sala de lo Civil y Penal del TSJC se demuestra por el número que fue asignado a estas diligencias previas, el 6/2008. ¡Y se abrieron en octubre!


  Margarita Varona parecía tomarse el asunto con mucho interés, atendió muchas de las pruebas que en la denuncia se sugerían, y amplió la imputación a Manuel Fernández, el consejero delegado de Anfi y mano derecha de Soria en el PP, especialmente después de que le aportáramos el obsceno contrato laboral que le unía a la empresa como conseguidor de asuntos urbanísticos ante las administraciones, en clara incompatibilidad con sus tareas como parlamentario regional.


  Hasta dos veces tuvo la magistrada que llamar a Soria a declarar como imputado. Parecía que el vicepresidente del Gobierno había satisfecho todas sus dudas en su primera comparecencia, pero durante las indagaciones policiales y las declaraciones de los testigos afloraron más mentiras del imputado de las normalmente asumibles, y la juez optó por convocarle en una segunda ocasión.


  Por ejemplo, Soria declaró con la solemnidad que le caracteriza cuando miente que no participó en ningún trámite relacionado con la declaración de interés general de Anfi Tauro, ni siquiera en la votación parlamentaria. Un vídeo del Parlamento de Canarias difundido aquellos días por el periódico La Provincia, que bajo la dirección de Ángel Tristán Pimienta se sumó como ninguno a nuestra línea informativa sobre el caso Salmón, dejaba en evidencia aquella afirmación. En él se veía a Soria nítidamente poniéndose en pie y votando afirmativamente aquella propuesta.


  El director de La Provincia firmaba por aquel seguimiento al caso Salmón su defenestración. José Manuel Soria en persona se ocupó de pedir a Javier Moll, presidente de Prensa Ibérica, la cabeza del periodista. El entonces vicepresidente del Gobierno conoció antes que el interesado la fecha exacta de su destitución y la propagó en un acto social. Junto a él, el consejero delegado de Prensa Ibérica, editora de ese diario, Guillermo García-Alcalde, recibía los insultos públicos de Soria en un pulso de prestigio social en el que desde luego llevaba la peor parte el vicepresidente. Pero volvamos a las mentiras del imputado vertidas durante la instrucción de este asunto. Además del lapsus sobre su activa participación parlamentaria, también detectó la magistrada algunas lagunas de tipo económico en la versión de Soria acerca del presunto pago de sus vacaciones en Anfi del Mar. La Policía no había encontrado ni siquiera un reintegro en cajeros automáticos que pudiera probar que había pagado de su peculio aquellos gastos, lo que la condujo a preguntarle. La respuesta fue que pagaba en efectivo porque a) no se fiaba de las tarjetas de crédito (a pesar de tener varias adscritas a algunas de las 63 cuentas corrientes investigadas, 47 de su mujer y 16 suyas); b) lleva siempre metálico encima para cualquier contingencia, y c) guarda grandes cantidades de dinero en efectivo por la profesión de su esposa, procuradora de los tribunales, que seguramente debe cobrar bastantes minutas en la modalidad de billete sobre billete, y porque él hacía efectivos algunos pagos que recibía por talón en ventanilla de la sucursal bancaria correspondiente. Muy creíble y muy edificante todo.


  Fue gracias a aquella segunda declaración, en la que el imputado tuvo que emplearse a fondo ante la magistrada Varona, como supimos que el Grupo Parlamentario del Partido Popular pagaba un sobresueldo a sus diputados autonómicos mediante un cheque de 600 euros al mes a cada uno de ellos. O al menos eso declaró su presidente ante la jueza.


  Las explicaciones de Soria hacían las delicias del público. Era verdaderamente excitante comprobar cómo todo un vicepresidente del Gobierno de Canarias buscaba excusas debajo de las piedras para justificar un comportamiento cuanto menos políticamente reprobable. Sus esfuerzos por evitar sentarse en el banquillo y responder en un juicio por aquel viaje y aquellas vacaciones cortesía de un empresario al que estaba tramitando un expediente benefactor solo fueron equivalentes a los que hizo la magistrada Varona por dar carpetazo a la investigación con unas triquiñuelas tan extravagantes que meses después sirvieron a sus colegas del TSJ de Valencia para archivar también la causa de los trajes de Francisco Camps.


  Sólo que, a diferencia de la suerte corrida por el archivo dictado por Varona, que no fue recurrido por el fiscal, el de Valencia fue afeado por el Tribunal Supremo, que ordenó reabrir la causa de los trajes hasta conducirla a juicio con el resultado por todos conocido: la absolución del ex presidente de la Generalitat Valenciana gracias al veredicto de inocencia pronunciado por un jurado popular.


  La palabra clave es “causalidad”. Margarita Varona sostuvo para archivar el caso Salmón que no hubo nunca relación de causalidad entre el viaje a Salzburgo y a Noruega con la tramitación del expediente administrativo de Anfi Tauro.


  “Es importante resaltar a este respecto”, se puede leer en el auto de archivo del caso Salmón, “que no es que el señor Lyng pusiera a disposición del señor Soria su avión o acordara fletar el mismo para el uso exclusivo del matrimonio Soria-Benítez, sino que lo que hizo fue invitarles a que lo acompañaran pues, independientemente de la aceptación o no del señor Soria, don Björn Lyng iba a acudir al concierto desplazándose en el referido avión”.


  Es decir, que como el avión iba a volar de todas maneras, no existe a juicio de la magistrada un beneficio o dádiva en favor de aquellas personas que pudieran añadirse a la expedición.


  Partiendo de esa suposición, su señoría añade que, además, “no se acredita la relación de causalidad que habría de existir para que hubiera delito entre el ofrecimiento de aquel viaje y la condición de presidente del Cabildo que entonces ostentaba don José Manuel Soria, puesto que la adopción legal del acuerdo por parte del Consejo de Gobierno del Cabildo no necesitaba ni de la presencia ni de la anuencia de su presidente y cuya sustitución está legalmente prevista”.


  No le cabía ninguna duda a la instructora de que una corporación marcadamente presidencialista, cuyo presidente es de elección directa, no de sus consejeros, en manos de un dirigente político especialmente caudillista tomaba acuerdos de este calado sin que la máxima autoridad lo supiera y lo bendijera. Insuperable.


  Pero es que, además, la magistrada pasó de puntillas sobre el hecho contrastado de que el imputado sí participó en la votación final del Parlamento en la que quedó definitivamente aprobada la autorización a la urbanización que promovía el propietario del jet en el que viajó.


  Un hecho que, sin embargo, no se le escapó al fiscal anticorrupción de Las Palmas, Luis del Río, que en su último informe sobre el caso Salmón escribía esto: “Sí podría constituir dádiva a los efectos del delito del artículo 425 CP. Incluso del 426 teniendo en cuenta que posteriormente el imputado vota a favor de tal petición del Grupo Anfi en el Parlamento. Sin que la aplicación del artículo 10.3 del Estatuto de Autonomía de Canarias, que establece que “los miembros del Parlamento serán inviolables por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio de su cargo”, pueda servir para dejar fuera del tipo de cohecho conductas como la descrita”.


  Aun así, el fiscal dio por prescritos los hechos porque aplicó la doctrina de los Albertos: la denuncia se presentó dentro de plazo, pero la tardanza de dos meses en abrir diligencias operó en favor de la prescripción. Todo muy medido.


  Para nuestros archivos quedarán las presiones ejercidas sobre testigos de cargo que presentamos, que mientras sostuvieron en nuestras investigaciones que Soria jamás pagaba sus vacaciones en Anfi del Mar, cuando depusieron ante la jueza se retractaron para reducir aquellas dádivas al cobro de “precios especiales”. Uno de ellos, Calvin Luckoc, director general de Anfi cuando se celebró el viaje, recibió inconfesables presiones del entorno de la que había sido su empresa, que finalmente accedió a indemnizarle generosamente. En su entorno (él jamás volvió a querer hablar con los periodistas) hablan también de amenazas que alcanzaban a su familia. Lo habíamos propuesto como testigo a petición suya y cambió por completo su testimonio.


  Con estos elementos tan delatores, José Manuel Soria ha divulgado por tierra, mar y aire la suerte de que fue víctima de una cacería en la que estaba el PSOE, el fiscal, la Policía y, desde luego, la prensa desafecta, o sea, Canarias Ahora. Parece que a Rajoy lo ha conseguido engañar. O se dejó engañar, porque por mucho que se ejerza de gallego o de yo no rompo un plato nunca, resulta imposible confundir un archivo por inocencia con una prescripción precisamente provocada por un tribunal para aforados que se toma con pachorra el inicio de sus actuaciones.


  
    [image: Caso Chalet. Junio de 2009]


    Caso Chalet. Junio de 2009. Soria, entonces vicepresidente del Gobierno y consejero de Economía y Hacienda, responde a las defensas durante su declaración en el juicio celebrado tras su querella por injurias y calumnias ante la mirada de los dos acusados, los periodistas Carlos Sosa y Francisco Javier Chavanel. En este momento está explicando el modo en que pagaba el alquiler del chalet del empresario Javier Esquivel mediante "un tanto alzado" de una sola vez a final del año. Pretendía justificar los recibos que presentó, con la contabilidad ya cerrada, para hacer frente a unas rentas que jamás pagó al empresario al que pretendió beneficiar con una concesión administrativa para explotar potencia eólica en Arinaga, Gran Canaria.

  


  


  
    De okupa en el chalet del empresario eólico

  


  Con el nuevo Código Penal de Alberto Ruíz Gallardón, que Soria tuvo la desfachatez de aprobar en un Consejo de Ministros de julio de 2013, escándalos como este del viaje del salmón o el llamado caso Chalet, que se relata a continuación, le habrían costado penas de prisión.


  Porque el endurecimiento del cohecho implica que basta la aceptación de una dádiva, haya o no contraprestación, para que exista el cohecho. En rigor, sin embargo, ese endurecimiento ya lo cubría el cohecho impropio (aceptar dádivas en consideración al cargo), pero ni se le aplicó al ministro canario ni se le aplicó al ex presidente de la Generalitat Valenciana Francisco Camps.


  Con una sutil diferencia: mientras Camps negó siempre haber sido receptor de aquellas atenciones por parte de la trama de Gürtel, Soria reconoció desde el primer momento haber celebrado aquel viaje con el generoso empresario noruego (“¿Y qué?”, preguntó en un pleno del Cabildo, a la vuelta del verano de 2005; “Zapatero también navega en el yate de sus amigos”, añadió).


  Quizás porque era cierto todo el viaje del salmón y su relación con el empresario noruego que tramitaba sus camas hoteleras éste fue el único escándalo que no desembocó en una querella suya contra nuestro periódico ni contra mí.


  No ha sido el caso Salmón, sin embargo, el más escandaloso de la trayectoria política de Soria en Canarias. Ni el que ha demostrado con más descaro la protección de la que ha gozado el hoy ministro de Industria ante las capas altas de la judicatura.


  Una protección –hay que reconocerlo– que generalmente decae a medida que los asuntos en los que se ve envuelto se alejan del Tribunal Superior de Justicia para acercarse a los juzgados donde han de compartir estanterías con los de los justiciables corrientes y molientes. Es ahí donde se tropieza Soria con la justicia real y donde se ha llevado severos batacazos y preocupantes tirones de oreja, como el que le propinó un juez nada sospechoso de progre, Javier García-Sotoca, abiertamente contrario a los matrimonios gay, con un pasado juvenil ultraderechista, que sin embargo le afeó de manera cruda su utilización de la justicia para presionar a periodistas hasta “hacerles transitar durante un proceso con todos los gastos y desvelos inherentes”.


  García-Sotoca terminó condenando a quien por entonces (2009) era vicepresidente de Canarias a pagar las costas judiciales de la querella que formuló en 2006 contra dos periodistas de Canarias Ahora, contra la empresa Canarias Ahora Radio y contra la editora del periódico por injurias y calumnias. Tras haber anunciado que apelaría porque no compartía la sentencia y se sentía injuriado y calumniado, finalmente sólo recurrió las costas judiciales, que iban a elevarse a unos 100.000 euros por la presencia de tres abogados defensores (uno por cada periodista y otro más por las empresas querelladas). Y la justicia de business class se las perdonó alegando que Soria no actuó de mala fe, que la inocencia de los periodistas solo se pudo demostrar en el juicio y no en la larga instrucción donde aportamos las mismas pruebas que se practicaron en la vista oral.


  Quizá sea el caso Chalet el más escandaloso y el menos conocido de cuantos han tenido a José Manuel Soria como implicado estelar. A grandes rasgos –pero con unos matices ciertamente escabrosos que abordaremos– consistió en tratar de beneficiar a un empresario amigo del que recibió (al menos ésa es la única prebenda que conocemos) el regalo de vivir gratis durante casi dos años en un chalet de su propiedad mientras le construían su ostentosa mansión en Tafira Alta, el barrio más selecto de Las Palmas de Gran Canaria.


  De trasfondo, el primer escándalo de corrupción protagonizado por el PP en Canarias, el caso Eolo, un tráfico de influencias y de información privilegiada de manual que partió de la Consejería de Industria cuando a su frente se encontraba Luis Soria, hermano de José Manuel Soria, uno de los políticos más incapaces de cuantos han ocupado cargo en el Gobierno de Canarias. Desde ese departamento, el PP canario intentó dirigir todo el concurso hacia empresarios afines gracias al control que ejercía en todas las instituciones que tenían que intervenir, desde la Consejería de Industria hasta el Cabildo de Gran Canaria, pasando por la Autoridad Portuaria de Las Palmas.


  En el caso del casero de Soria, Javier Esquivel, los intentos fueron dirigidos a concederle una concesión de suelo público portuario para la instalación de generadores eólicos de gran potencia. Un negocio redondo e inmediato sin el menor riesgo y a costa de autorizaciones públicas privilegiadas.


  Lejos de rendirse cuando le presentamos al juez el Libro Mayor de caja de la empresa Atlantic Buildings, propietaria del chalet que le fue facilitado en versión gratis total, Soria mantuvo su empeño de meternos en la cárcel y someternos a unas multas que alcanzaban 1.200.000 euros. Aquel libro mayor recogía una evidencia incontestable: que el único inquilino de cuantos tenía aquella compañía que no había pagado rentas en los ejercicios económicos 2004, 2005 y 2006 era el entonces presidente del Cabildo de Gran Canaria, y que la deuda correspondiente a los primeros diecinueve meses, 30.400 euros, se había anotado en la cuenta de socios del propietario, el empresario Javier Esquivel.


  Contra aquel documento que aportamos al juez de instrucción que, no obstante, nos mandó a juicio, Soria y sus compinches hicieron algo que no nos esperábamos y que delataba aún más el estilo de los personajes en presencia: presentar unos grotescos recibos falsificados con los que tratar de probar que los pagos de las rentas se produjeron, solo que en metálico y mediante la visita periódica de la esposa de Soria a la esposa de Esquivel, que no ingresaba el dinero en las cuentas de la empresa titular del chalet, sino que se lo quedaba para sus gastos personales.


  
    [image: El famoso chalet]


    El famoso chalet. Situado en la zona conocida como El Reventón, en el municipio de Santa Brígida, este es el chalet que ocupó en versión gratis el hoy ministro de Industria mientras le acababan la mansión que acto seguido pasó a ocupar en el lujoso barrio de Tafira Alta, en Las Palmas de Gran Canaria. Por entonces, 2004-2005, la renta mensual de la casa que le prestó el empresario Javier Esquivel era de 1.600 euros que Soria jamás pagó, aunque quiso alegar lo contrario metiendo una querella a los periodistas que lo contaron. El Libro Mayor de Caja de la empresa propietaria lo delató. La Audiencia Provincial de Las Palmas le acabó perdonando las costas judiciales a las que fue condenado en el primer juicio.

  


  


  Como no había manera de cuadrar los meses del ejercicio de 2004 que no se habían abonado, aportaron un recibo de 12.800 euros que cubría esa parte de la deuda, y luego otros por 1.600 euros escritos con el mismo bolígrafo y la misma letra que completarían la deuda total.


  Fue tal el descaro y la chapuza de estos recibos que hasta se permitieron incluir uno que delataba que habían sido cumplimentados el mismo día: el recibo de enero de 2006 aparecía datado en enero de 2005, que ya había sido extendido con anterioridad. Un error propio de quien lleva rellenando en el mismo acto documentos con fechas sucesivas y se olvida de cambiar de año cuando corresponde.


  Aquellos recibos y el contrato de arrendamientos que también improvisaron para salir del atolladero no superaban el menor test de autenticidad, y así lo hizo constar de modo elegante en su sentencia el juez García-Sotoca: “La situación no se corresponde con lo que es habitual en el trafico arrendaticio, máxime cuando la arrendadora es una mercantil, a no ser que haya que pasar porque lo corriente sea que el arrendatario, por ende el Presidente del Cabildo [hasta 2007], confeccione el contrato a su arrendador (una mercantil dedicada al alquiler de al menos treinta viviendas), que la apoderada de la mercantil extienda unos recibos sin sello ni numeración y que dichos ingresos no se contabilicen mediante el oportuno asiento, sino uno por el total justificado por el matrimonio Esquivel a través de una historia pintoresca”.


  Una denuncia que interpuse a raíz de estos hechos ante el TSJC contra Soria, su esposa y el matrimonio Esquivel, entre otros, por prevaricación, cohecho, tráfico de influencias, falsificación de documento mercantil, presentación de documentos falsos a juicio, entre otros, resultó archivada de modo altanero por el magistrado ponente, Fernando de Lorenzo, que llegó a deslizar en su auto que yo había bordeado el fraude procesal al presentar una denuncia y no una querella. Consideraba su señoría que, con aquel ardid, pretendía personarme en la causa ahorrándome abogado y procurador.


  Efectivamente, siempre sostuve que la obligación de un ciudadano cuando conoce la existencia de un delito es denunciar, no convertirse en acusación, aunque en este caso quizás debí hacerlo al ser perjudicado directo por alguno de los delitos que denunciaba.


  
    [image: Recibos falsificados]


    Recibos falsificados. Junio de 2009. La esposa e hija del empresario Javier Esquivel, esperando su turno para declarar en el juicio del caso Chalet, en el que fueron absueltos los dos periodistas que el hoy ministro acusaba de injurias y calumnias por haber afirmado que vivió gratis con su familia durante al menos 21 meses en un chalet del empresario. La esposa de Esquivel se vio obligada a rellenar varias decenas de recibos sin membrete ni sellos para justificar un pago de rentas que, como quedó probado, jamás se produjo.

  


  


  La querella de Soria contra Canarias Ahora por acusarle de recibir dádiva a cambio de favores, es decir, cohecho, fue producto de un artículo que escribí en 2006. Se titulaba “Eolo, vuelto del revés”, y en él trataba de explicar cómo la investigación judicial del caso eólico (el primer caso de corrupción en Canarias después de que se abrieran en las provincias costeras delegaciones de la Fiscalía Anticorrupción) tenía una lectura distinta a la que le había dado el juez instructor, Miguel Ángel Parramón. A mi juicio, era inconcebible que una operación de aquel calado, en la que se dilucidaban negocios millonarios con rentabilidad asegurada, sólo resultara sospechoso un director general del Gobierno, del mismo modo que resultaba extraño que en las cientos de horas grabadas a la decena de sospechosos que fueron detenidos al estallar la causa, no hubiera ni una sola llamada de teléfono interceptada entre el consejero de Industria, Luis Soria, y el director general acusado de varios delitos relacionados con la corrupción, Celso Perdomo.


  Un ex presidente del Gobierno, Lorenzo Olarte, había bautizado con mucho ingenio los dos mundos separados en que quedó dividido el concurso eólico canario a partir de que estalló el escándalo: el estanque de los lebranchos, un pez común, llamado también lisa, vulgar, de carne nada apreciada; y el estanque de los tiburones, donde se juega otra liga, donde para sobrevivir –ya se sabe– hay que matar a los que saben demasiado o se quieren hacer los amos del acuario.


  El estanque de los lebranchos lo ocupaban personajes secundarios, ambiciosos empresarios de medio pelo que descubrieron en el director general de Industria, Celso Perdomo, un auténtico filón: conocía con antelación –por haberlas elaborado– las bases del concurso y no tuvo el menor inconveniente en repartirlas. En connivencia con un jefe de servicio de la Consejería de Industria, Perdomo contactó con varios empresarios que se las prometían muy felices con aquel concurso y con la información privilegiada de que gozaban. La Policía detectó conversaciones, correos y reuniones discretas en habitaciones de hotel en las que los conjurados llegaron a fijar incluso la mordida a percibir por los funcionarios delatores: 30.000 euros el kilovatio concedido.


  
    [image: El abogado González-Cuéllar]


    El abogado González-Cuéllar. Junio de 2009. El abogado de Soria en todas las causas penales contra Canarias Ahora, Nicolás González-Cuéllar, Serrano, junto a la esposa del ministro, María del Carmen Benítez, que actuaba siempre como su procuradora. A la derecha, Luis Soria, hermano menor del ministro y consejero de Industria cuando estalló el caso Eolo. Nicolás González Cuellar defiende al Ayuntamiento de Madrid en el caso Mardrid Arena.

  


  


  Pero Celso Perdomo, el principal encartado en la causa, el rey del estanque de los lebranchos, no era el único que conocía a la perfección las bases de aquel multimillonario concurso. El consejero de Industria, Luis Soria, solía llevar algunos ejemplares encima cada mediodía cuando acudía al lujoso Spa del hotel Santa Catalina, de Las Palmas de Gran Canaria, y a la terraza de la piscina, en la que comía un frugal almuerzo cuya factura pasaba indefectiblemente a su consejería para que se la abonaran. Luis Soria fue puesto en Industria por su hermano José Manuel. Su inexistente cualificación para un cargo así y su nula trayectoria política no lo hacían merecedor de ningún puesto en la administración pública. Pero aun así, fue consejero entre el verano de 2003 y la primavera de 2005, momento en el que el ya fallecido Adán Martín, presidente de la Comunidad Autónoma, dio por roto el pacto de su partido (CC) con el PP y destituyó a todos los consejeros populares.


  Durante ese corto lapso, Luis Soria tuvo tiempo suficiente para remodelar su despacho, hacerse un baño privado con bidé y ser el responsable político de dos escándalos colosales, de un lado este del concurso eólico, que finalmente acabó siendo anulado por la justicia por una resolución que nada tuvo que ver con la corrupción que se investigaba, sino con un recurso contencioso-administrativo de uno de los concursantes que finalmente prosperó. Y el otro, el caso Tebeto, que a punto estuvo de costar a Canarias 102 millones de euros por una cadena de negligencias que condujeron a que, ya en la siguiente legislatura, Paulino Rivero retirara las competencias en la materia a su vicepresidente, José Manuel Soria, por su descarado interés de pagar aquella abultada cantidad al empresario que la reclamaba. El tomate de todas las ensaladas. En aquel artículo de 2006 objeto de la querella de Soria, le proponía al juez Parramón, el instructor de Eolo, que mirara el asunto del revés, que investigara desde el estanque de los tiburones en dirección al de los lebranchos, y no como había hecho hasta entonces. Parramón tiró para abrir las diligencias de un correo electrónico que probaba que el director general de Industria había filtrado las bases del concurso eólico, pero se detuvo exactamente en la puerta del despacho de Luis Soria, una puerta que también era muro de separación entre lebranchos y tiburones.


  El juez se fiaba plenamente de las informaciones que le iba facilitando el comisario Ignacio Badenas, jefe de la Brigada de la Policía Judicial de Las Palmas, un hombre estrechamente vinculado al Partido Popular que tenía del entorno de Soria la promesa expresa de convertirlo en jefe superior de Policía en cuanto Rajoy llegara a La Moncloa. Badenas no encontró ni una sola conversación telefónica sospechosa entre Celso Perdomo y su inmediato superior, Luis Soria, ni observó ningún comportamiento inadecuado en el consejero, cuya agenda le facilité personalmente para que viera con sus propios ojos cómo había recibido en su despacho, antes y después de publicar las bases del concurso, a varios empresarios interesados, incluidos los hermanos Javier e Ignacio Esquivel, los caseros de José Manuel Soria, y personalidades incluso recomendadas por la judicatura, como un cuñado del por entonces vocal del Poder Judicial José Merino, que contactó con Luis Soria para que lo recibiera en su despacho, como así ocurrió: Juan Lozano fue cumplimentado por el consejero canario de Industria en marzo de 2004, antes de que se publicaran las bases del concurso.


  El magistrado y vocal del Poder Judicial José Merino se convirtió en un asiduo de determinadas autoridades y empresarios canarios, entre los que se encontraban naturalmente los hermanos José Manuel y Luis Soria, el polémico Julio Bonis y el industrial Santiago Santana Cazorla, que el lector ya conoce a estas alturas por el caso salmón (socio de Anfi Tauro), La Favorita y Góndola, entre otras hazañas.


  El comisario Badenas no tenía la menor intención de saltar al estanque de los tiburones, ni investigó lo más mínimo al consejero de Industria, que había llegado a declarar en el Parlamento que ponía la mano en el fuego por su director general. Eso de poner la mano en el fuego debe ser un estigma familiar de los Soria; años después, su hermano José Manuel la ha puesto en varias ocasiones por las finanzas de su partido y por sus dirigentes.


  Badenas cumplió con el cometido asignado, y como no pudo ser nombrado jefe superior de Policía al requerirse la condición de comisario principal, Soria consiguió para él un destino dorado por el que se parten la cara los policías: agregado de seguridad en la embajada de España en La Habana, con un sueldazo anual de seis cifras y una vida muy placentera.


  Además de no importunar a Luis Soria y chapotear exclusivamente en el estanque de los lebranchos, el comisario Badenas ejecutó a la perfección un encargo muy arriesgado: encontrar en la trama a algún socialista al que endosarle la responsabilidad de una gestión que era exclusiva del Partido Popular. Y el diligente policía lo encontró: una desafortunada conversación entre el principal sospechoso, Celso Perdomo, y el que fuera hasta agosto de 2008 presidente del consejo de administración de Canarias Ahora, José Francisco Henríquez, fue la excusa perfecta.


  Las bases del concurso ya estaban publicadas y el PP fuera del Gobierno, luego no se habló de ellas en aquella conversación sino del deseo de Celso Perdomo de que Henríquez, conocedor del concurso porque asesoraba a algunas empresas en su calidad de ingeniero de caminos, intercediera ante el PSOE para que no hiciera sangre contra las irregularidades del concurso en el Parlamento canario. Henríquez, por entonces militante socialista de base (fue consejero del Gobierno entre 1989 y 1991), recibió la llamada mientras conducía y se despachó a Perdomo con un “vale, vale, me parece buena idea” que no se tradujo en ninguna gestión, como quedó probado en el procedimiento judicial. En un oficio cuya lectura ponía los pelos de punta, el comisario Badenas llegaba a proponer al juez la detención de José Francisco Henríquez, al considerarlo, según sus propias palabras, cabecilla político del concurso una vez el PP había salido del Gobierno en mayo de 2005. Solo por una conversación telefónica que no tuvo la menor trascendencia administrativa, económica y ni siquiera política.


  El juez no permitió la detención de Henríquez, pero lo mantuvo imputado durante nueve largos meses que sirvieron a José Manuel Soria, en un ejercicio de cinismo insuperable, acusarlo de ser el cabecilla de la operación de corrupción del caso eólico con epicentro en el despacho de su hermano Luis.


  De repente, a todos les convenía investigar, y a la petición del PSOE de una comisión parlamentaria de investigación se unieron todas las fuerzas con representación en la Cámara. La casualidad, o vaya usted a saber qué, quiso que esa petición de investigación coincidiera en el tiempo con la que se cursaba contra la gestión de un ex director general del Tesoro, miembro de Coalición Canaria, Alberto Amorós. Fue la ocasión perfecta que se presentó ante Soria para un intercambio de estampitas con los ex socios nacionalistas: el PP dejaba a CC la manipulación total de la comisión de investigación contra Amorós y, a cambio, CC permitía que el PP manejara a su antojo las conclusiones de la comisión sobre el concurso eólico.


  El resultado no pudo ser más dantesco. Por aquella comisión desfilaron muchas personas, técnicos y políticos, que relataban lo que todos sabíamos: que había habido una filtración casi masiva de las bases del concurso y, necesariamente, los hermanos Soria tenían que conocer todos esos entresijos. Pero, salvada con la consideración de “impecable” la participación de las instituciones en los hechos investigados, la comisión se saldó culpando del caso Eolo al Partido Socialista, que lo montó desde el periódico Canarias Ahora para perturbar la carrera política del entonces presidente del Cabildo de Gran Canaria, José Manuel Soria.


  La declaración de Soria ante los miembros de aquella comisión fue memorable. El Cabildo que presidía desempeñaba un papel determinante en el concurso eólico por razón de sus competencias en materia de ordenación territorial y de autorización de utilización de suelo público en un concurso en el que se puntuaba extraordinariamente ese tipo de concesiones.


  Pero, además, por su condición de presidente del Cabildo, Soria también era vocal del consejo de administración de la Autoridad Portuaria de Las Palmas, al igual que su hermano Luis, que se sentaba en ese órgano en representación del Gobierno. Así que sus respuestas acerca de la concesión de suelo público portuario en favor del empresario Javier Esquivel en el espigón del muelle de Arinaga, eran decisivas.


  Paralelamente corría en los juzgados desde 2006 la causa penal del caso Eolo, abierta por el magistrado Parramón, que se investigó rápidamente pero que lleva cinco años estancada en la Audiencia Provincial como consecuencia de la batería inacabable de recursos y triquiñuelas interpuestos, en su derecho y a mayor engorde de la constante proclamación de la inocencia de los encartados, por algunos de los abogados defensores.


  Tienen razón quienes sostienen que la justicia es demasiado lenta con los delitos de cuello blanco, como es el caso, y adecuadamente ágil cuando se trata de delitos en los que no hay ningún poderoso por los alrededores. Los acusados del caso Eolo ya tienen garantizada una suculenta reducción de penas gracias a la figura de la dilación indebida, lo que valdrá al PP para alegar que tampoco fue para tanto este caso de flagrante corrupción.


  De entre todos esos empresarios encartados en esta operación relacionada con el reparto de concesiones de potencia eólica, destaca por su importancia dentro del puerto de La Luz y Las Palmas José Ignacio Esquivel, hermano de Javier Esquivel, principal accionista de la empresa Atlantic Buildings, la titular del chalet del que disfrutó Soria y su familia durante la tramitación del concurso eólico.


  Los Esquivel constituyeron dos empresas para participar en el concurso de asignación de potencia eólica que gestionaban los hermanos Soria, Mediotec y Promotora de Recursos Eólicos, dos mercantiles de responsabilidad limitada con capital social mínimo 3.006 euros, creadas expresamente para la ocasión.


  Al amigo y casero había que evitarle los engorros propios de un concurso al que se presentaban decenas de empresas, así que le propusieron un negocio redondo y en apariencia limpio: cederle un suelo portuario en régimen de concesión para instalar en él dos generadores eólicos de 2,5 megavatios cada uno en el muelle de Arinaga, municipio de Agüimes, donde los técnicos consideran que se encuentra el mejor campo de vientos de Europa por gozar de un régimen eólico de fuerza 4 de manera estable durante todo el año. Hasta aquel momento, este empresario portuario no se había dedicado a ese negocio, pero en cuanto se lo contaron, se tiró en plancha.


  Pronto consiguió que el presidente de la Autoridad Portuaria de Las Palmas, a la sazón José Manuel Arnaiz, necesariamente compinchado en la operación, le recibiera y encargara a sus técnicos que le enseñaran los planos de Arinaga para explicarle en qué consistía la concesión y cómo iban a tramitarla. Pero para aquel negocio había un obstáculo que los hermanos Soria tenían que desbrozar en favor de los Esquivel: Megaturbinas de Arinaga, S.A., una empresa pública, participada precisamente por Puertos de Las Palmas y por el Instituto Tecnológico de Canarias (ITC), controlado por la Consejería de Industria del Gobierno, pero mayoritariamente en manos del Cabildo de Gran Canaria, a través de la Sociedad de Promoción Económica de Gran Canaria. Esa empresa, a cuyo frente había un gerente muy serio y profesional, había decidido hacía tiempo llevar hasta sus últimas consecuencias su objeto social: la innovación en energías renovables, “particularmente la eólica”. Para ello, había tramitado todas las autorizaciones para instalar las mismas turbinas, con la misma potencia exactamente y en el mismo lugar que alguien sugirió después de manera tan generosa a los hermanos Esquivel.


  Era un obstáculo perfectamente salvable, bastaba con convocar un consejo de administración de la compañía y acordar desistir del proyecto. Ese consejo se celebró en octubre de 2004, y ante la perplejidad de algunos de los directivos de la empresa, se acordó abandonar el proyecto en el que se había invertido mucho dinero y mucho esfuerzo del personal especializado.


  La marca Soria era evidente: los tres socios de Megaturbinas de Arinaga eran el Cabildo, presidido por él; el Instituto Tecnológico de Canarias, presidido por su hermano Luis, y la Autoridad Portuaria de Las Palmas, presidida por José Manuel Arnaiz, hombre de Soria, como reconocía él mismo. En un escenario así era evidente que sólo el hoy ministro podía ordenar el abandono del proyecto público y las decisiones que vinieron a continuación.


  Ya metidos a beneficiar a los Esquivel, todos los proyectos y toda la documentación por la que la empresa pública Megaturbinas de Arinaga esquivaba el concurso eólico al tratarse de una iniciativa de I+D fue traspasada a la empresa de Javier Esquivel: inversión, características de las turbinas, retorno, beneficios, etcétera. Sólo faltaba la concesión administrativa en el dique de Arinaga, que se empezó a tramitar de inmediato.


  El gerente de Megaturbinas de Arinaga, Francisco Cabrera, no salía de su asombro cuando escuchó a los hombres de Soria en aquel consejo de administración. Era su idea, era su criatura, y de un plumazo veía cómo delante de sus narices un proyecto eminentemente público se desvanecía para que lo explotara un particular y fuera él quien obtuviera los beneficios, tanto de innovación tecnológica como –los más importantes– los económicos.


  Indignado, telefoneó a José Manuel Soria. No se creía que el partido en el que él había confiado, el partido que lo había puesto al frente de la Sociedad para la Promoción de Gran Canaria, con la que el Cabildo de la isla participaba en Megaturbinas de Arinaga, fuera capaz de comportarse así.


  “Al principio pensé que eran cosas de los cargos de segundo nivel, que Miguel Jorge Blanco [presidente del consejo de administración de Megaturbinas de Arinaga y consejero del Cabildo] rendía cuentas a Larry Álvarez [vicepresidente del Cabildo y lugarteniente de Soria para este y otros apaños] eran los únicos que estaban en el enjuague, pero cuando conseguí que Soria me devolviera mis múltiples llamadas descubrí que él estaba en el ajo”. Así se explicó entonces Francisco Cabrera, que tuvo que soportar incluso una querella por injurias y calumnias por parte del actual ministro de Industria durante su comparecencia en la comisión parlamentaria de investigación.


  Francisco Cabrera fue despedido de la Sociedad de Promoción Económica de Gran Canaria por órdenes de Soria. Una sentencia de lo social que declaró nulo el despido dio como probado que se produjo en represalia por haber denunciado las irregularidades en torno a la operación de Arinaga.


  
    Tropezarse casualmente en Magdeburgo

  


  La connivencia entre los hermanos Soria y los hermanos Esquivel para que prosperara aquel negocio eólico no se detuvo en estas gestiones políticas. A iniciativa de la empresa SPA, de la que era principal accionista José Ignacio Esquivel y secretario del consejo de administración el abogado canario con despacho en Madrid Alfredo Briganty, ambos acusados en la trama de corrupción del concurso eólico, viajaron a la fábrica de turbinas Enercon, en Magdeburgo, en octubre de 2004 los hermanos Esquivel junto a técnicos del Instituto Tecnológico de Canarias y el consejero de Industria de Canarias, Luis Soria. Fue un viaje programado para que los empresarios que iban a hacer aquel espléndido negocio en Arinaga conocieran precisamente los aerogeneradores que la desarticulada Megaturbinas de Arinaga pretendía instalar en el muelle antes de que se decidiera su cesión a los empresarios amigos.


  Cuando en medio del juicio por el caso Chalet, al que fue convocado como testigo, se le preguntó a Luis Soria por aquel viaje se atrevió a declarar que todo se debió a una casualidad, que el encuentro suyo con los hermanos Esquivel en la localidad alemana de Magdeburgo en aquellas fechas previas a la publicación de las bases del concurso eólico, fue producto del azar. Por eso pernoctaron en el mismo hotel y en el mismo hotel cenaron todos juntos. Y juntos fueron todos ellos a visitar la factoría Enercon, cuyos generadores puntuaban con la máxima nota en el concurso que aún no había sido convocado. Una casualidad tremenda.


  La agenda de despacho que cayó en nuestras manos, y que por indicación del juez pusimos en manos del jefe de la Brigada de la Policía Judicial para que no hiciera nada, reflejaba toda una serie de reuniones preparatorias y conversaciones telefónicas que demostraban que también aquel viaje formaba parte de la confabulación para entregar el negocio limpio de dificultades al casero de José Manuel Soria.


  Las bases del concurso eólico que con tanta facilidad habían caído en manos de muchos empresarios cercanos al PP casualmente premiaban dos aspectos que las empresas de los hermanos de Esquivel cumplían a la perfección: implantar los campos eólicos en suelos públicos (el portuario lo es) y utilizar en ellos generadores síncronos de gran potencia, justo la especialidad de la alemana Enercon, que casualmente visitaron juntos los Esquivel con Luis Soria en los días previos a la publicación de las bases del concurso, en octubre de 2004.


  Todo se desbarató cuando se descubrió la jugada y se hizo pública, a lo que contribuyó el cambio en la presidencia de la Autoridad Portuaria, desde donde se anularon los acuerdos para otorgar aquella concesión a los hermanos Esquivel. Rabiosos ante la pérdida de aquel imponente negocio, que iba a rentar prácticamente desde el primer día, los empresarios hicieron valer un acuerdo que de manera oscura habían alcanzado con el anterior presidente de la Autoridad Portuaria de Las Palmas: en el caso de que no se pudiera tramitar la concesión, sería aquel organismo el que explotaría la concesión en Arinaga, previo pago de los proyectos a los Esquivel (que en realidad habían sido pirateados a Megaturbinas de Arinaga) y garantizándoles en lo sucesivo que les cedería el 3,5% de los beneficios. La Abogacía del Estado consideró nulo y lesivo este acuerdo, que finalmente quedó deshecho.


  
    Mentiras tapadas por la Justicia

  


  Francisco Cabrera, el defenestrado gerente de Megaturbinas de Arigana, cuyo despido fue declarado nulo por la justicia, fue uno de los testigos que llevamos ante el juez Sotoca en aquel juicio por el caso Chalet en 2009. Cabrera ratificó todo lo que habíamos publicado, explicó al juez cómo fueron aquellos frenéticos días de 2004 en que el PP en el Cabildo de Gran Canaria y en la Consejería de Industria del Gobierno preparaba un concurso eólico con el que premiar a amigos y empresarios afectos.


  Y el mismo Francisco Cabrera, decepcionado ante el hallazgo de un comportamiento corrupto que sólo beneficiaba a un particular frente a las Administraciones públicas, fue una pieza clave en la comisión parlamentaria de investigación del concurso eólico, una mascarada celebrada en el Parlamento de Canarias que ahora sonroja a algunos de sus integrantes. No a todos.


  Cabrera compareció a aquella comisión y, con tal motivo, Soria, que no formaba parte de la misma, hizo levantar de su silla a un diputado del PP (el siempre solícito Carlos Ester, siempre premiado desde entonces en listas electorales) para ocuparse él personalmente de interrogar al compareciente. No hay precedentes en los anales del parlamentarismo democrático: el investigado haciendo de fiscal, y el denunciante, de denunciado.


  Fue una sesión muy tensa en la que un enfurecido presidente del Grupo Parlamentario Popular y presidente del Cabildo de Gran Canaria, hoy ministro, trató de convertir en mentiroso al que desde su asiento, sin perder la compostura, le llamaba mentiroso a él. Mentiroso y corrupto, porque en su relato de hechos, Cabrera atribuyó a Soria la comisión de los delitos de cohecho, tráfico de influencias y prevaricación.


  Fueron tan duras las acusaciones que Francisco Cabrera vertió en aquella sesión contra el hoy ministro, que al acabar, Soria manifestó a la prensa que “si lo que ha dicho el señor Cabrera fuera cierto, yo tendría que abandonar la política; pero como es falso, me tengo que querellar contra él”.


  Y así fue. Al día siguiente tuvo entrada en la Jefatura Superior del Cuerpo Superior de Policía de Canarias (la conocida como Supercomisaría) una denuncia, luego transformada en querella por injurias y calumnias, contra Francisco Cabrera. El querellante pedía para él dos años de prisión y 750.000 euros de indemnización. Al igual que nos ocurrió con su querella por este mismo asunto eólico, el Ministerio Fiscal no veía delito por considerar que las afirmaciones del deponente estaban suficientemente documentadas, lo que en cristiano viene a significar que eran verdaderas. Soria fue finalmente condenado a pagar las costas judiciales en primera instancia en una sentencia que, en este caso, sí fue confirmada en su integridad ante la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife.


  El hoy ministro de Industria ingresó en metálico en la cuenta de los juzgados más de 40.000 euros en costas judiciales. Fracasada su acción penal contra quien le acusaba de mentir y de actuar de manera corrupta para beneficiar a su casero, el líder del PP canario, el inquilino de Esquivel, no ha aplicado aún su propia sentencia: “si fuera verdad [lo dicho por Francisco Cabrera], tendría que dimitir”.


  Pues sí. Soria había mentido una vez más, pero esta vez ante una comisión de parlamentaria de investigación y a pesar de las advertencias que desde la oposición socialista se le hicieron de que la ley considera delito tal comportamiento. Mintió para desbaratar cualquier sospecha sobre él o sobre su hermano y para responsabilizar de todo a quienes no estaban ni estuvieron nunca en aquella trapisonda. Basta con repasar la lista de acusados que habrán de sentarse por fin en el banquillo antes de que acabe el año: al frente de todos ellos, un ex director general del PP, y tras él, empresarios y funcionarios vinculados al principal encartado y a su partido.


  Cuando en la comisión se le preguntó por su participación en un acuerdo del Puerto de Las Palmas dando poderes al presidente de la Autoridad Portuaria, José Manuel Arnaiz, para negociar con las empresas de Javier Esquivel la concesión en el espigón del muelle de Arinaga, Soria manifestó solemnemente que a esas alturas del consejo de administración, él ya no estaba presente. Repetía el mismo esquema que le salvó en el caso Salmón o en La Favorita: si no participo en el acuerdo que beneficia a mi casero, no puede haber cohecho ni tráfico de influencias. Sin embargo, los demás vocales de la Autoridad Portuaria de Las Palmas aseguraron que los hermanos Soria sí estaban allí y sí votaron favorablemente la propuesta que iba a beneficiar a Esquivel. Las actas del organismo portuario lo ratificaban igualmente.


  Soria había mentido ante una comisión parlamentaria, y eso es delito. No lo vio así el Tribunal Superior de Justicia de Canarias, que ante una denuncia de Francisco Cabrera actuó como siempre ha actuado cuando el denunciado es el mismo personaje, el archivo.


  Para que no quedara duda de su nulo interés por investigarlo, en esta ocasión ni siquiera se molestaron sus señorías en abrir diligencias. Tras evacuar consultas ante la Fiscalía General de Canarias, tan contaminada (o más) que la Sala de lo Civil y Penal, aquella denuncia se archivó con unos argumentos bastante peregrinos: las actas de la Autoridad Portuaria que revelaban que los hermanos Soria estuvieron presentes en todos los debates y votaciones de asuntos que tenían que ver con los hermanos Esquivel fueron rechazadas por el TSJC por considerar que tenían inexactitudes y que habían sido redactadas por una secretaria en funciones, sin capacidad para ser fedataria pública.


  Por si este argumento fuera escaso y sin acceder a llamar a declarar a los testigos que pudieran confirmar o desmentir los argumentos de la denuncia, sus señorías descalificaron al denunciante argumentando que ni siquiera él estaba seguro de que el denunciado hubiera mentido por emplear en su denuncia giros como “parece que” o “presuntamente”.


  Y, ya en el colmo del cinismo judicial, por no emplear calificativos más gruesos y seguramente más certeros, a la Sala de lo Civil y Penal del TSJC no le pareció necesario abrir diligencias por las mentiras de Soria en la comisión parlamentaria porque, de haber mentido, sus mentiras “no hubieran tenido una trascendencia especial”. Literal.


  Pero hubo un elemento todavía más pernicioso en ese auto que archivó de manera escandalosa aquella denuncia contra las mentiras de Soria: una de las magistradas que formó sala para su debate fue Carla Bellini, que admitió dos años después, en 2009, que era amiga íntima del matrimonio Soria antes de entrar a formar parte del TSJC precisamente a propuesta del PP dentro del turno de letrados de reconocido prestigio (sic).


  En su escrito de abstención, emitido ante nuestra denuncia por el caso Chalet, Bellini confirmaba esa amistad, que evidentemente contaminó de manera clara el archivo de la denuncia de Francisco Cabrera, que presentó una queja formal ante el Consejo General del Poder Judicial sin que, cuatro años después, haya recibido respuesta alguna.


  Toda esta estrafalaria y a veces vomitiva sucesión de acontecimientos tiene como remate que el político que frustró un concurso eólico; que trató de beneficiar a un amigo (y casero) con un pelotazo que daba al traste de manera irrecuperable un proyecto público de I+D en energía eólica; que aceptó a cambio, como mínimo, vivir 21 meses en versión gratis total en un chalet propiedad de ese empresario amigo; que mintió para proteger su actuación y la de su hermano ante una comisión de investigación parlamentaria; que se querelló sin éxito contra los periodistas que descubrieron su comportamiento político claramente corrupto; que se querelló sin éxito contra el gerente de la empresa pública que lo acusó en sede parlamentaria de mentir y de actuar corruptamente, al que lo despidió como represalia por sus denuncias; que fue blindado en la investigación por un comisario de Policía; que fue protegido una vez más por la judicatura de alto copete archivándole sin abrir diligencias dos denuncias distintas relacionadas con este comportamiento... ese político, ese mismo José Manuel Soria, fue ascendido en 2011 a la categoría de ministro del Reino, y para colmo con competencias en la energía.


  De los devastadores efectos de la gestión política de José Manuel Soria al frente del Ministerio de Industria, Energía y Turismo ya se ocupan profusamente los colegas de la prensa especializada. El destrozo que está haciendo en Canarias tardará décadas en subsanarse.


  Aquel proyecto de Megaturbinas de Arinaga, S.A., que Soria y sus compinches estropearon por su avaricia, se ha podido retomar en 2013 en una versión muy esperanzadora para la industria eólica española gracias a las autoridades locales.


  En el mismo espigón del muelle de Arinaga, donde estuvieron a punto de consumar su pelotazo los hermanos Esquivel, acaba de ponerse en marcha un ensayo por parte de la compañía Gamesa que, si triunfa, colocará a España a la vanguardia en la fabricación de generadores eólicos para instalaciones en el mar ( off shore). Se trata de una turbina de 4,5 megavatios de potencia que se testa constantemente en tierra en unas condiciones similares a las que reinan en alta mar, de ahí la importancia científica del muelle de Arinaga que los Soria y los Esquivel pretendieron llevarse por delante.


  Nadie podía imaginarse que el ministro de Industria tuviera el rostro de presentarse a presidir la puesta en marcha de ese aerogenerador en un acto atestado de dirigentes políticos que proclamaron a los cuatro vientos su encendida defensa de las energías limpias. Soria lo hizo, regresó al escenario del crimen en octubre de 2013, como si allí no hubiera pasado nada antes. La débil memoria del público, la permisividad de la justicia y su capacidad para transformar sus errores y sus trapisondas en grandes aportaciones a la humanidad le permiten presentarse donde huele a chamusquina como si nada de lo allí ocurrido haya tenido que ver con él.


  Es mentira que el ministro patrocine las energías renovables. En realidad Soria se dedica en exclusiva a patrocinar las prospecciones petrolíferas en las cercanías del Archipiélago canario a cargo de la compañía Repsol, de la que se ha convertido en el primer embajador mundial. Y su empleado del año, en versión de ácida crítica propagada por el Gobierno de Canarias.


  Si alguna vez le pareció interesante el fascinante mundo de la energía eólica fue porque olfateó que allí había negocio. Cuando se difuminó, pasó página y a otra cosa.


  Las venganzas de Soria


  


  
    ¿Perseguido o perseguidor?

  


  En su alocada y en ocasiones ridícula carrera por acallar a los periodistas y a los medios de comunicación desafectos, particularmente a Canarias Ahora, José Manuel Soria ha sido capaz de las actuaciones más grotescas y antidemocráticas que puedan imaginarse. No es exigible a un político ni a un cargo público que comparta amistad y plena sintonía con todos los periódicos, emisoras de radio o de televisión, o con todos los periodistas que se dedican a la información política, pero resulta intolerable que para apagar las voces críticas utilice las instituciones y las influencias que se derivan de las instituciones que ocupa por elección de los ciudadanos.


  Con nosotros no ha podido, lo que desde luego no es obstáculo para contar algunas de esas bochornosas piruetas hasta su llegada inéditas en la política y en el periodismo canarios. Porque son actuaciones que también definen al personaje, lo retratan como un impostor que proclama solemnemente su respeto por las reglas del juego democrático mientras ordena y/o ejecuta personalmente movimientos oscuros que nada tienen que ver con las normales relaciones entre políticos y medios de comunicación. Ese abuso del poder para atacar la libertad de expresión y el derecho a la información libre se lo advirtió de manera muy grave el juez García-Sotoca en aquella memorable sentencia del caso Chalet, aquí ampliamente comentada, cuando en uno de sus últimos párrafos, expresamente dirigido al entonces vicepresidente del Gobierno de Canarias, escribió: “En el sentido [recogido por] el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), este tipo de acciones penales [la querella interpuesta contra nosotros] puede hacer que los ciudadanos se desanimen al momento del ejercicio de su libertad de expresión o el derecho a la información. En definitiva, es necesario evitar que la acción penal se pueda convertir en una suerte de instrumento para amordazar dichas libertades”.


  No sólo se ha valido Soria de la querella infundada para atacar a los periodistas y medios críticos. Al menos esas acciones tendrían justificación en una supuesta defensa de su honorabilidad y recto proceder, que han quedado en entredicho con el resultado en la inmensa mayoría de los casos, la absolución de los denunciados y la condena en costas al denunciante.


  Ha habido otras actuaciones vergonzosas, como la que ordenó poner en marcha contra Canarias Ahora desde el Cabildo de Gran Canaria cuando presidía esa institución entre 2003 y 2007. A alguno de sus más directos colaboradores se le ocurrió que la mejor manera de ir contra nosotros era creando un periódico digital, que además de ofrecer noticias benefactoras y de autobombo, nos atacara injustamente y sin piedad.


  Así nació Off Canarias, engendro de revelador nombre creado y ensolerado en el gabinete de prensa del Cabildo de Gran Canaria. Periodistas, sí, periodistas, como el erudito Víctor Rodríguez Gago, hoy en la nómina de liberales colaboradores de Libertad Digital y esa siniestra web presuntamente ciudadana de nombre Hazteoír.org; o Larry Álvarez –actualmente reconvertido a la democracia civilizada tras romper sus vínculos con Soria– llegaron a inventarse una asociación de consumidores (Consumo Sí) desde la que exigieron que los anunciantes se retiraran de Canarias Ahora por ser un periódico dirigido “por un delincuente”. Los comunicados de esa asociación, que jamás existió en el registro correspondiente ni tuvo más socios que Gago y Álvarez, se publicaban a toda pastilla en el Off Canarias con severas amenazas de plagas bíblicas contra quien las desoyera.


  Paralelamente se realizaron llamadas amenazantes a algunos de nuestros anunciantes, a los que se conminaba a retirarse so pena de ser quemados en la pira del descrédito social.


  Curiosamente es la misma técnica que se ha seguido en 2013 con Telecinco desde la web ultraderechista Hazteoír.org, en la que, casualidades del destino, aparece como responsable de comunicación y de “grandes campañas” el mismo estratega que nos hizo lo mismo desde el Cabildo de Gran Canaria, Víctor Rodríguez Gago.


  Una oportuna querella que presentamos contra los responsables de Off Canarias dio pronto sus frutos porque desapareció de la red cualquier rastro de ese libelo que solo pretendía nuestra muerte cívica. Casi una década después, las diligencias siguen abiertas en un juzgado de Instrucción de Telde, que llegó a poner en busca y captura a Rodríguez Gago para que terminara confirmando ante una jueza que, efectivamente, actuaba a las órdenes de Soria cuando cometió aquellas tropelías contra su propia profesión. Fracasado el Off Canarias, Soria tuvo otra genial idea, ya como vicepresidente del Gobierno (2007-2010). A través de la persona que puso al frente de la Consejería de Turismo, una política de perfil muy bajo y más baja consideración propia, el líder de los conservadores canarios inauguró sus relaciones con el Grupo Intereconomía mediante un primer enjuague de 182.000 euros que salieron de las arcas de dicho departamento gubernamental en forma de campaña con traje a la medida: “Concurso público urgente para la concurrencia de ofertas para la realización de la campaña de comunicación publicitaria destino Islas Canarias en soporte radio, internet y televisión en una cadena de información económica para el ámbito Peninsular y Baleares 2009”, rezaba la convocatoria, publicada un sábado en el Boletín Oficial de Canarias concediendo un plazo de presentación de cinco días naturales.


  
    [image: Con Juan Santana]


    Con Juan Santana. El ministro de Industria, Energía y Turismo, en la antesala de los juzgados de Las Palmas de Gran Canaria junto a su fiel jefe de prensa, Juan Santana, que le acompañó siempre hasta que se rindió en 2013. Santana lleva ahora mismo la comunicación de la delegada del Gobierno en Canarias, María del Carmen Hernández Bento, una de las más estrechas colaboradoras de José Manuel Soria, y la del PP canario. Le quedó enorme el puesto en el Ministerio de Industria y pidió que lo devolvieran a Canarias.

  


  


  A partir de aquella adjudicación, que tuvieron que vestir a través de una agencia interpuesta cuando lo descubrimos y lo publicamos, Soria empezó a gozar de todo el predicamento que quería en Intereconomía, como tertuliano y como inspirador de reportajes truculentos, como el que publicó la revista Época bajo el sugerente título de “Un GAL sin crímenes en Canarias”. Ni que decir tiene que entre los miembros de ese “GAL”, la publicación ultraderechista incluyó al ministro de Justicia, a la sazón López Aguilar; a dos sucesivos jefes superiores de Policía en Canarias durante la etapa de Rubalcaba y al director de Canarias Ahora, o sea, yo.


  El reportaje, por llamarlo de algún modo, relataba una truculenta historia de conspiraciones contra el PP canario a partir de una grabación clandestina en la que participó personalmente nada menos que el mismísimo vicepresidente del Gobierno de Canarias. El cuadro no puede ser más desolador: sin intermediarios, sin agencias de detectives, José Manuel Soria en persona grabando clandestinamente una conversación privada con un ciudadano. Un episodio ejemplar en su carrera política, sin duda.


  La víctima de la grabación fue un ingeniero, Francisco Benítez Cambreleng, que se convirtió en el principal testigo de cargo de un caso de corrupción contra uno de los hombres de la máxima confianza de Soria, Jorge Rodríguez, al que anteriormente mencioné como su primer concejal de Urbanismo y comisionista en la compra-venta de la nave de La Favorita.


  Durante una investigación periodística de mi compañero Alexis González, que le condujo a Fuerteventura, descubrimos una trama de corrupción vinculada al PP canario mediante el amaño de concursos para la construcción de viviendas de promoción pública en ayuntamientos gobernados por ese partido, particularmente en la isla de Gran Canaria. Jorge Rodríguez hacía de introductor de una empresa madrileña, Grupo Europa, que entraba en los ayuntamientos gobernados por el PP como Pedro por su casa gracias a las buenas mañas de ese emisario, por entonces portavoz de los populares en el Parlamento regional y miembro de la dirección del partido.


  Las pesquisas nos condujeron al gerente de Grupo Europa en Canarias, el mentado Benítez Cambreleng, que sorprendentemente acabó contándonos con todo lujo de detalles cómo eran las maquinaciones para que su empresa consiguiera que los concursos se acoplaran a su perfil y fueran, naturalmente, ganados por ella. Todos los que nos dedicamos a este gremio sabemos del alto valor de una fuente y de lo difícil que resulta encontrar a alguien que confirme los indicios. Tuvimos la suerte de dar con el gerente de esta compañía en el momento justo en que se venía abajo asqueado por las operaciones que estaba presenciando, en algunas de las cuales participó hasta el punto de acabar imputado en la causa judicial que se abrió acto seguido.


  Tal era su grado de arrepentimiento que nos pidió algo singular: que le proporcionáramos un contacto con la Policía para romper su silencio y colaborar en la investigación judicial. Movimos algunos hilos y, en ejecución de nuestro compromiso, le pusimos en contacto con un alto mando policial que activó los mecanismos adecuados para que el denunciante contara todo lo que sabía de esa trama corrupta.


  Esa gestión nuestra, que empezó y acabó en sí misma, debió llegar a Soria por algún conducto especializado en la contaminación, lo que condujo al entonces vicepresidente del Gobierno a establecer un dispositivo con el que tratar de involucrarnos en una conspiración cuyo objetivo sería la cacería de las inocentes almas cándidas que pueblan la dirección del PP. De ese modo lograría desprestigiarnos, vincularnos a operaciones políticas, policiales y judiciales y, consecuentemente desmontar las investigaciones en curso. A ese operativo sorprendente, impropio de un vicepresidente y absolutamente falaz, le dimos el nombre de Soriagate.


  A través de amigos comunes, algunos de ellos destacados militantes del PP, Soria consiguió convencer a nuestro informador para que se entrevistara con él en un encuentro discreto en el reservado del restaurante de un club deportivo en la villa de Santa Brígida, a unos doce kilómetros de la capital. El encuentro tenía como objetivo comprometer al testigo para que nos señalara como parte de esa conspiración contra el PP y, acto seguido, convencerle de que cambiara su testimonio a favor del principal encartado.


  Para que quedara constancia del encuentro, Soria consintió que se grabara de manera furtiva, sin autorización del invitado. La grabación, convenientemente manipulada, se distribuyó días después a los medios informativos destacando la parte en la que Benítez Cambreleng contaba que nos había utilizado para llegar a la Policía, pero no el momento en el que uno de los interlocutores, Carlos Sánchez, actual portavoz del PP en el Cabildo de Gran Canaria, le ofrecía 600.000 euros y un puesto de trabajo de alta remuneración a cambio de que retirara los cargos contra los dirigentes del PP y variara su declaración ante la Policía y el juez instructor.


  La revista Época y la televisión de Intereconomía se prestaron naturalmente a esta burda operación, que se disolvió por inconsistente a pesar de los esfuerzos del PP canario por colocarla como gran escándalo mundial: las Nuevas Generaciones distribuyeron la revista en sus actos públicos; los diputados regionales las mostraron orgullosos desde sus escaños en el primer pleno que se celebró, y los medios afines la airearon convenientemente gracias a los comunicados y a los cortes de audio que el gabinete de prensa del partido envió frenéticamente aquellos días.


  Benítez Cambreleng, el testigo presionado, declaró a la cadena Ser cuál había sido la oferta económica y de colocación laboral que había recibido del PP. Atribuyó el intento de soborno al actual portavoz de ese partido en el Cabildo de Gran Canaria, Carlos Sánchez, imputado por varios casos de presunta corrupción. Pero curiosamente no fue Sánchez el que demandó al testigo por esa grave acusación, sino José Manuel Soria, a la sazón vicepresidente del Gobierno.


  La cerrazón de una juez de Primera Instancia, que impidió que los periodistas entrasen en la sala de vistas, nos privó a todos presenciar el ridículo que volvió a hacer el hoy ministro, que fue condenado a las costas tras serle inadmitida su acción judicial. La magistrada, naturalmente, no apreció que se le ofendiera a él cuando se acusaba a otro dirigente del PP de hacer el ofrecimiento. No hubo ninguna otra demanda.


  Gracias a las lecciones aprendidas, Soria tuvo la precaución de no solicitar una alta indemnización que le hubiera supuesto nuevos desembolsos por costas judiciales. Sólo pidió en este caso un euro por su honor.


  Como era de esperar, los abogados que defienden a los seis acusados en el caso del Grupo Europa (además de Jorge Rodríguez y del propio denunciante, lo están tres trabajadores del Ayuntamiento de Telde, la esposa de uno de ellos y el gerente de la empresa beneficiada), han hecho girar la defensa de sus patrocinados en torno a la misma teoría de la conspiración, tratando de invalidar la denuncia en base al modo en que fue hecha. No discuten apenas el fondo de los hechos porque en apariencia están muy bien documentados por el denunciante, nuestra fuente, pero sí que lo supiera nuestro periódico antes que la Policía o el juez instructor.


  En las cuestiones previas de ese juicio se solicitó por parte de algunas defensas que declarara el redactor jefe de Canarias Ahora, Alexis González, y el ministro de Industria, Energía y Turismo, José Manuel Soria, con la única pretensión de inducir al tribunal a dudar de la teoría de la conspiración que con muy poco esfuerzo por nuestra parte ya había quedado desmontada con mucha anterioridad a pesar del empecinamiento de algunos medios informativos, que en este asunto han actuado casi siempre por resortes que prefiero reducir a la pura y muy humana frustración.


  Resultó muy curioso contemplar en la sala de vistas donde se celebró el juicio contra estos acusados cómo fue más veces pronunciado en algunas sesiones el nombre de Canarias Ahora que el de los principales encartados. Menos mal que actuamos cumpliendo nuestra obligación profesional de informar de unos hechos que tuvimos plenamente documentados desde el principio, y de colaborar con la Justicia cuando tal colaboración nos fue solicitada, sin renunciar al primero de nuestros derechos ni traicionar la obligación de denunciar delito que tiene cualquier ciudadano. Destapar casos de corrupción conlleva muchos sinsabores. Supongo que en cualquier parte del mundo donde se haga. Pero creo que las complicaciones se multiplican si esas investigaciones periodísticas las lleva a cabo un medio de comunicación económicamente débil, muy dependiente del favor de los anunciantes locales y en una comunidad social pequeña, cerrada y en ocasiones asfixiante. Gracias a muchas personas que nos respaldan moralmente, económicamente y hasta profesionalmente jugándose el pescuezo, hemos podido aflorar casos de corrupción como el de Grupo Europa, que nos costó una querella de Jorge Rodríguez por publicar unos hechos que ya estaban incorporados a un sumario judicial cuando los hicimos públicos. Habíamos aprendido la lección a base de macanazos y gracias al concurso impagable (nunca mejor empleado este término) de nuestros abogados Luis Val y Marimi de la Nuez, que nos han acompañado siempre en este camino sin perder ni la confianza en nuestro trabajo ni la esperanza en que termine resplandeciendo la verdad.


  La querella de Jorge Rodríguez contra Canarias Ahora terminó siendo archivada no sin grandes sobresaltos provocados por su empeño en averiguar si fue antes el huevo o la gallina: si la Policía conoció a nuestro informante después de que nosotros hubiéramos llegado al fondo del caldero o si fue la Policía la que nos informó, como si eso cambiara el hecho indubitado de que ese diputado regional, miembro de la dirección del PP canario, mano derecha de Soria para algunas trapisondas memorables, no hubiera sido protagonista de los hechos que se denunciaban y por los que acabó sentándose en un banquillo.


  No podemos traicionar nuestras obligaciones profesionales, pero sí puedo revelar aquí y ahora que antes de que la Policía y el juez instructor de la causa, Francisco Javier García-García Sotoca, tuvieran conocimiento de los hechos, nosotros ya estábamos preparados para publicar una amplia serie de reportajes sobre la corrupción del PP en torno a Grupo Europa. Los tuvimos que meter en la nevera porque recibimos del juez una instrucción clara: si publican algo quebrarán ustedes una investigación judicial declarada secreta. Esperamos a que se produjera la primera detención para informar, aun a riesgo de tener que compartir la gloria de una exclusiva de ese tipo.


  
    [image: Intereconomía entra en campaña]


    Intereconomía entra en campaña. Gracias a un concurso amañado desde la Consejería de Turismo cuando la ocupaba Rita Martín (PP), la cadena Intereconomía se embolsó 182.000 euros para terminar dando cabida a José Manuel Soria en sus agrias tertulias televisivas y para parir un reportaje en la revista Época con el que el Partido Popular canario trató de desmontar una investigación judicial por corrupción contra uno de sus dirigentes, el hoy portavoz parlamentario de economía Jorge Rodríguez. Fracasaron en el intento, a pesar de la implicación personal del hoy ministro que participó personalmente en una encerrona al principal testigo de cargo, al que grabaron furtivamente una conversación que terminó en todos los medios informativos. En la foto, Rita Martín muestra orgullosa aquel fabuloso número de la revista Época en el Parlamento.

  


  
    Ataque directo a una jueza

  


  Consciente de que sus tretas no podían con nuestro periódico ni con los periodistas que lo hacemos, Soria acometió una línea de ataque mucho más arriesgada y peligrosa: nuestros familiares y por la vía de información obtenida de manera cuanto menos sospechosa.


  En noviembre de 2010 una juez de instrucción de Las Palmas de Gran Canaria que había abierto diligencias secretas para investigar un sospechoso concurso en la Consejería de Sanidad, por entonces en manos del PP, denunciaba que su ordenador profesional se comportaba de manera extraña. Los técnicos de la Consejería de Justicia comprobaron que, efectivamente, el disco duro registraba una intensa actividad que acabó en un irreversible recalentamiento y su consecuente rotura durante un fin de semana, cuando la magistrada no había acudido a su despacho en el edificio de los juzgados ni, por lo tanto, lo había utilizado. La juez denunció el daño sufrido y la pérdida de todo el contenido del disco duro, por si pudiera tratarse de una intromisión desde el exterior. No sospechaba entonces lo que se le venía encima.


  El incidente del ordenador del Juzgado de Instrucción 8 de Las Palmas de Gran Canaria se producía justo en vísperas de las declaraciones de los principales sospechosos de aquel concurso sanitario consistente en la prestación de los servicios de hemodiálisis en los hospitales José Molina Orosa, de Lanzarote, y el megacomplejo hospitalario Doctor Juan Negrín, de Las Palmas de Gran Canaria. Mientras se tramitaban las diligencias penales, Sanidad, ya en manos de Coalición Canaria anulaba administrativamente el concurso al detectar que, efectivamente, estaba plagado de irregularidades.


  Los imputados no eran personas del común porque entre ellos se encontraba la secretaria general del Servicio Canario de la Salud, Lourdes Quesada, esposa del fiscal jefe de la provincia de Las Palmas; el director general de ese departamento gubernamental, Guillermo Martinón, y el abogado y asesor jurídico de Sanidad Francisco Javier Artiles, miembro del más cercano círculo de benefactores del Partido Popular canario, que había sido ganador del concurso anulado a pesar de su clara incompatibilidad para licitar.


  Lo que parecía una coincidencia de la informática se tradujo días después en una sucesión de acontecimientos que a muchos nos hizo enlazar una cosa con la otra. Pocos días después de la rotura del ordenador, el periódico El Mundo publicaba una inquietante información titulada "Una juez progresista elaboró una querella contra Soria". Se trataba de la querella del caso Salmón, que estaba publicada en la web de El País desde 2008, desde donde esa juez había descargado el archivo y guardado en su ordenador profesional. Sin el menor contraste, el periodista Fernando Láza-


  ro daba por bueno el chivatazo que le había proporcionado Soria de manera que se preparara el terreno para escenificar acto seguido un sainete memorable: Federico Trillo, María Dolores de Cospedal y el propio Soria acudían al Consejo General del Poder Judicial con gran aparato mediático a presentar una queja formal contra la magistrada Victoria Rosell acusándola de haber redactado la denuncia que yo había presentado en agosto de 2008 ante la Fiscalía Anticorrupción por el caso Salmón. La queja fue archivada después de que la magistrada probara, en un abultado alegato ante el órgano de gobierno de los jueces, que mi denuncia era una copia casi exacta de la que había interpuesto (y retirado) en 2006 la Federación Ecologista Ben Magec-Ecologistas en Acción. María Victoria Rosell es mi pareja y en 2006 ni nos conocíamos. El día en que El Mundo publicaba esa información falsa, que fue objeto de rectificación, precisamente la juez trataba de tomar la primera declaración como testigodenunciante a la nefróloga que había afirmado haber sufrido un intento de soborno en el concurso.


  Soria sostenía que el hecho de que el documento en formato Word de la web de El País contuviera entre sus propiedades el apellido de la juez era una prueba irrefutable de que lo había redactado ella.


  Resulta cuanto menos curioso que un documento que estaba a disposición de todo el mundo en la web de El País desde 2008 fuera a caer en manos de Soria y luego del periódico El Mundo justo días después de que el ordenador de la juez resultara atacado de manera remota acabando con todo su contenido, en el que se encontraba, entre otros cientos, ese mismo documento descargado desde El País cuando se publicó, y con cualquier posibilidad de rastrear cómo y desde dónde se produjo ese ataque.


  El hallazgo sirvió a Soria para demostrar sus capacidades para fabricar escándalos y sus nulos conocimientos informáticos. Volvió a quedar probado días después, cuando con la colaboración de un periodista de ABC que me tendió una trampa denunció ante el Tribunal Superior de Justicia de Canarias que yo utilizaba ordenadores de la Consejería de Justicia para redactar los comunicados de la asociación Jueces para la Democracia. La asociación en Canarias acababa de emitir un comunicado de queja sobre las evidentes manipulaciones informativas que constituían una presión contra los jueces que investigaban casos de corrupción.


  En una sospechosa llamada, el periodista Bernardo Sagastume me pidió el comunicado que supuestamente no le había llegado; yo lo guardé en Word y como Word se lo envié, por lo que aparecieron mis datos en el ítem “guardado por: Carlos". El periodista corrió con el cuento a Soria, que denunció ante el presidente del TSJC que yo lo había escrito. El TSJ archivó la queja de Soria no sin volver a llamarle la atención por sus constantes majaderías, impropias de un dirigente político de su categoría. En el Tribunal Superior se sentaban dos de los magistrados que habían redactado aquel comunicado, que no salían de su asombro ante la insistencia de Soria que llegaba incluso a negar a una asociación de jueces la autoría material de sus propios pronunciamientos. No les hizo falta ni siquiera abrir diligencias de investigación.


  Aquella mañana en que tomaba declaración a la primera testigo del asunto de Sanidad, la juez recibió llamadas de compañeros advirtiéndole de que en el resumen de prensa del CGPJ estaba esa información de El Mundo. Ninguna de esas personas otorgaba mínima credibilidad a la acusación, pero todas ellas advertían a la magistrada de que tuviera mucho cuidado, y relacionaban aquella noticia con la causa que instruía. Para quienes están acostumbrados como jueces a mirar más allá de las informaciones interesadas en momentos clave de una instrucción, se constataba una evidencia: algo había en ese asunto que había motivado tamaña reacción del Partido Popular, con Soria a la cabeza. Sobre todo teniendo en cuenta que hacía más de dos años de la presentación de la querella del caso Salmón, cuya autoría repentinamente se le atribuía, por lo que la supuesta falta disciplinaria estaría en todo caso prescrita. Montar tal espectáculo para presentar una queja evidentemente condenada al fracaso era hacer ruido, nada más, ruido dañino dirigido contra una juez que no puede utilizar los mismos métodos mediáticos para defenderse. Amenazarla con un expediente ante el CGPJ promovido por la cúpula del PP con presentación pública previo llamamiento a la prensa no es algo frecuente contra un juez en España. El mensaje llegó a verbalizarlo un magistrado amigo de mayor antigüedad en el escalafón: “Sabes que te dejarán tranquila si archivas la causa”.


  La presión mediática y corporativa siempre hace mella, pero no determinó las resoluciones de la juez, que siguió investigando hasta que la Fiscalía Anticorrupción, enviada desde Madrid dada la imputación en la causa de la esposa del fiscal jefe provincial, pidió el sobreseimiento provisional por no apreciar indicios suficientes de delito.


  La causa de la hemodiálisis permitió conocer que la esposa del fiscal jefe provincial ya había estado imputada al menos en otras diligencias por otro concurso, el de contratación de ambulancias, pero en ellas no se guardaron las debidas cautelas para que no intervinieran fiscales subordinados del esposo de la persona investigada. El escándalo perjudicaba abiertamente al Partido Popular, desgastado en Canarias por una larga sucesión de casos de corrupción aún pendientes de juzgar. Pero ninguno de ellos había afectado a un poder tan indiscutible como el de la Fiscalía.


  La petición de archivo por parte de Anticorrupción y, ante la ausencia de acusación popular o particular, el consiguiente sobreseimiento provisional de la causa, no ocultaron la magnitud del escándalo, en parte reconocido por la Unidad Especial de la Intervención General del Estado adscrita a la Fiscalía, para quien fue “determinante” que la cláusula para la adjudicación provisional a la empresa del asesor jurídico del Servicio Canario de la Salud no estuviera expresamente contenida en las bases publicadas del concurso; que el adjudicatario formal, sin experiencia ni solvencia, no coincidiera con el real, o que éste, adjudicatario de otros concursos sanitarios y abogado, tuviera relación con las empresas adjudicatarias de los hospitales de la Comunidad de Madrid y fuera a la vez asesor de la consejería en otros concursos redactando incluso los pliegos, y que por ello facturara al Servicio Canario de Salud tres minutas por importe total superior a 50.000 euros por asesoría jurídica –para indignación del cuerpo del letrados de la Comunidad Autónoma– teniendo contratada en su despacho profesional, como auxiliar, a la esposa del director general del Servicio Canario de la Salud, que era quien autorizaba los pagos al letrado que a su vez pagaba la nómina a su mujer.


  He oído decir a muchos jueces amigos de mi pareja que soportar las presiones va incluido en el sueldo. Sumen al estrés propio de una instrucción en esas condiciones, incluido el indisimulado cabreo de la Fiscalía, el de las informaciones manipuladas sobre la queja y sobre las decisiones de los órganos de gobierno del poder judicial. El periódico El Mundo parecía haber introducido un corresponsal –con problemas de sordera, eso síen la sala de gobierno del TSJC para que interpretara de manera sesgada lo que allí se decía. Si se decidía remitir una queja de la magistrada sobre estas manipulaciones al CGPJ, se publicaba en El Mundo que se elevaba una queja "sobre" la magistrada al CGPJ. Según el periodista Fernando Lázaro, no necesitaba contrastar la información con la juez aludida cuando tenía otras fuentes en la judicatura, vaya si las tenía, aunque no era él el destinatario directo de las filtraciones, que pasaban primero por el teléfono del hoy ministro de Industria.


  Para remate a tanto despropósito, el disco duro que fue fundido por una mano anónima un fin de semana de noviembre de 2010 acabó sorprendentemente en poder del fiscal jefe provincial de Las Palmas, que lo recogió en persona de manos de un empleado del Gobierno de Canarias. Al Gobierno canario y al fiscal les parecía irrelevante que un juzgado de instrucción ya estuviera investigando el asunto del ordenador y que ese disco duro pertenecía a la juez que investigaba a su vez a la esposa del fiscal. Se trataba de que pareciera que la que estaba siendo investigada era esa juez, y así se trasladaba a los periódicos amigos de José Manuel Soria.


  Aquella queja aparatosa del PP contra la magistrada Rosell se archivó sin llegar siquiera a formarse expediente disciplinario, como ocurrió con otras dos presentadas a instancia de Soria contra la misma juez: una por unas declaraciones públicas como portavoz territorial de su asociación judicial sobre el caso Tebeto (un escándalo que pudo haber costado 102 millones a las arcas públicas canarias con la mano tonta del ministro haciendo dejación de sus funciones como consejero de Hacienda), y otra por haber firmado un comunicado titulado "La Justicia en crisis" auspiciado por un grupo de juristas progresistas sobre la poca eficacia de la Justicia ante casos de presunta corrupción.


  Pero es un claro ejemplo de utilización interesada de los medios informativos para advertir a personas desafectas, jueces incluidos, de los riesgos de meterse en según qué jardines. Y paralelamente, un método muy socorrido de advertir al director de un medio crítico de que hay quien no reparará en gastos para hundirlo, si hace falta incluyendo el prestigio profesional de su pareja sentimental.


  Ninguna de esas artimañas hubiera prosperado sin contar con medios de comunicación dados al enjuague y a las campañas de descrédito personal y profesional de los que son señalados por quien enjuaga.


  Intereconomía, El Mundo y ABC son tres ejemplos de medios de comunicación nacionales convenientemente engrasados por Soria para tratar de frenar a la prensa crítica. Todos los intentos han acabado frustrados, como el que impulsó el hoy ministro con Alfonso Rojo en Periodista Digital, que montó un diario en Internet para las islas de nombre Canarias8 desde el que atacar despiadadamente a los adversarios y críticos a Soria. Tras alguna cuantiosa demanda judicial ante los tribunales por la poca cabeza de su encargado, acabó cerrando.


  Como ha quedado detallado anteriormente, hacia Intereconomía fueron a parar elevadas sumas de dinero público manejado por Soria a través de la Consejería de Turismo en el periodo 2007-2010; con El Mundo sus relaciones comerciales se remontan a la etapa en que fue alcalde de Las Palmas de Gran Canaria, momento en el que llegó a contratar a la esposa de Pedro J. Ramírez, Ágatha Ruiz de la Prada, para que diseñara las marquesinas de las paradas del transporte urbano.


  También recibió mucho dinero El Mundo a través de una experiencia editorial llevada a cabo durante su etapa en el Cabildo (2003-2007) de nombre Canarios por el Mundo, a través de la cual solo por este concepto la empresa de Pedro J. Ramírez facturaba 300.000 euros al año.


  El ABC en Canarias ha conseguido siempre pingües contratos de las administraciones gobernadas por el PP. Tras la accidentada salida de los populares del Gobierno regional en octubre de 2010 se supo que el delegado de ABC en Canarias, Bernardo Sagastume, uno de los cebos utilizados por Soria para descalificarnos, cobraba 60.000 euros de la Consejería de Sanidad tan solo por divulgar las noticias oficiales de ese departamento.


  Los ataques continúan, ahora desde el Ministerio de Turismo, Industria y Energía, pero la verdad es que cada vez son más distanciados y menos gravosos para nosotros. Recientemente nos han retirado, por órdenes de “un alto dirigente del PP”, una campaña de publicidad de larga duración de la petrolera DISA, que preside Demetrio Carceller. Todavía sigue divulgando que conseguirá callarnos pronto.


  El cómputo final de nuestras desavenencias con este político excesivo y ampuloso, mentiroso y manipulador, es sin embargo favorable a Canarias Ahora: no ha podido con nosotros, y como reza el refrán, lo que no te mata, te hace más fuerte. Cuando me vuelva a dirigir la palabra le daré las gracias. Sinceramente.
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